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En Albncete, a ocho de noviembre de dos mil dieciocho. 

Vistos por la Sala de lo Contencioso /\dminislrativo del Tribw1;d Superior dl.: Juslicia 

de Ca:>tilla-La Mancha, los presentes autos número JSI/16, seguido a insL::inciJ de U. 

' J).• y D. 

, represenLados por d Procurador Sr. Ponce Ria.za y 

dirigidos por el Letrado D. José Ángel Mufioz Gómcz, frente al J UllAl.)0 H.EGlü.\!AL D.E 

VALORACIQNgs, que ha estado representado y defendido por el Sr. Letrado de la Jtmta 

de Comunidades de Castilla-La Mancha, habiendosc igualmente personado y adm.itido corno 

pa.rü:: codcmandad•t al EXCELENTiSJMO AYUNTA~1füNTO DE PUt:llTOLI .ANO, 

que ha c~t.ado representado por el Procurador Sr. Poncc Real y dirigido por el LeLr'1do J). 
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Urbana de Puerlollano (Ciudad Real) tramjtado por el ayuntamiento de Puo..:rtollano. 

Expediente de justiprecio 

En e1 apar[ado correspondiente a unreredcnte!I destaca que tuvo entrada una primera 

petición de fijación de justiprecio por los demandantes c.:n focha 28 de abril de 201 O, sobre 

las mismas fincas. adoptándose acuerdo del Jurado en fecha 4 <l<; mayo de 2011 que 

inndmitió esa solicitud de fijación de justiprecio en procedimiento de expropiación forzosa 

por ministerio de la ley, al ampuro <ld artículo 127 del Texto Rcfun<lidu de la LOT AU y 

artículo 69 del Real Decreto J 346/1976, Je 9 de abril por el que se apruehn el Texto 

Refundido de la ley sobre por Lanlo R.c;gimen de Suelo y Ordenación Urbana 

Se expone que frente a ese acuerdo se interpuso ri;;curso contencioso por la propiedad, 

que fue estimado por sentencia de este mismo Tribunal e.le Justicia, firme, número 378, de 

fecha 27 de abril de 2015, dictada en procedimiento ordinario 514/2011. Se dice timbi0n que 

La sentencia indicaba que se debía proceder por el Jurado a Ja fijación de justiprecio sobre los 

bienes mencionados en el encabezamiento " lo cual cumple median/e: la adopción riel 

presente acuerdo de justiprecio", 

En el apartado correspondiente a d:1tos tle identificación de la pieza <.k iustirre..:io se 

identifü:a.n las parcelas ya indicadas y se detallan las superficies afecta.das indícando: 

bienes expropiados: 87.)87 m1 de suelo monte bajo, de los cm1les, perlenccen a la 

finca registra! número un total de 54.207 m2 y a la finca rcgist:ral núml.!rn ", un 

total de 32.980 m2• Se recoge, entre paréntesis, rcspedo c:sla ú!Lima [mea al cáki:lo siguiente 

(39.980 - 7000). 

Como clasificnción urbani~ticn del suelq se refleja: J·uelo wbanizable no progrumm_(Q 

nara zona verde dotaciona/-parque y como situación bá~ica dd suelo: situación de l'stado 

n1ra/. 

En el apartado correspondiente a las hojas de aprecio se indica <iUC el ayuntamiento, 

administración cxpropiante, nu ha presentado hoja de aprecio. Respecto a la hoja de aprecio 

de la propicd11d explica que se basa en un informe técnico de l O de novicmbrt'. de 2009, 4l1C 
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refleja una superficie expropiaJn superior, R9.155 m2 y que: la vulora como si de suelo 

urbanizahle se tralara. Conforme a ella justiprecio .'iOliciwdo es de 8.808.698,50 €. 

En cuanto a legislación aplicahle, cita el Real Decreto Legislativo 2/2008, haciendo 

referencia a la Disposición Tra.'lsitoria Tercera apurtado primero, y alude ígualrncnt~ al 

artículo 127 del Texto Rerundido de la LOTAU y artículo 69 del Real Decreto 1346/1976, 

de 9 de abril por el que se aprueba d Texto Refundido de la ley sobre por tanto Régimen de 

Suelo y Ordenación Urbaru1. 

Respecto al momento al que ele rcfcrir$C la valorncíón y fecha ck inicio del 

expediente de justiprecio, se refiere. en primer lugar, u lo dispuesto en el artículo 21.2 del 

Real Decreto Legislativo 2/2008( las valoraciones se entienden referidas, cuando se aplique 

la expropiación forzosa., al momento de iniciación del expediente de ju.st irrecio 

individualizado) completado con lo previsto en el urtículo 36 de la ley de Expropi<1ción 

Forzosa (las tasaciones se efectuarán con arreglo al valor que tengan los bienes o dc:rcchos 

expropiados a] ticn:po de iniciarse el expediente de justiprecio). 

Se refiere después al artículo 127.2 de la LOTAU, conforme al cuaJ "tnmscurridos 

sin efecto el plazo previsto en el número anterior. el procedimiento de expropiaciónjorzosa 

se entenderá incoado por ministerio de la ley si, efectuado el requerimienw u ral fin por el 

propietario afectado o sus causahabientes, transcurre un año desde dicho requerimiento sin 

que la incoación se prodr.1zca .... La valoración se entewierá referida al momento efe 

incoación def procedimí1mto por ministerio de Ja ley". Concluye que "la fecha u 

considerar como de inicio del expedienle de justiprecio es la de octuhre de 20011. un mlo 

después de la/echa de enrrada en el registro del ayuntami.:nw de Puertollmw de la .wliciwd 

de inicio del procedimienlo por la propfrduJ que se realizó en octubre de 2007 (número de 

registro . de 22 de octubre de 2007) ". 

En el apartado correspondiente a criterios de valornci6n, fija, en primer lugar, la 

situación básica del suelo, conforme a lo ya indicado anteriormctlt¡; de .me/o en e.)·tadn rural, 

a la fecha de inicio del expediente de justiprecio, en apEcación de lo previsto en et artículo 
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22.1 del Real Dt:cn:to Legi:'ilativu 2/2008. Aplica el método de capitalización Je la renta 

anual rcul o potencial de la explotación según el momento al qu~ d~ba referlrse la valoración, 

en base a lo pr~visto e;:n d artículo 23, con indicación de que puede ser concgi<lu en función 

de los focton:s objetivos de localización o la ubicación en entorno de singular valor 

ambiental o pa[sajístico, pero rech;uando, confomie a lo pwvislo en el apartado segundo del 

citndo articulo, que puedan con~idernrse expecbtivas deriv:i<lu!> de la asignaci6n <l~ 

edificabilidades y usos por la ordenación tl!rrilorial y urbanística que no hayan sido aún 

plenamcnli: rto:aliwdo. 

A partir de lo anterior rechaza los criterios de valoración mantenidos por la 

propiedad, apoyados, a su vez, t=n ta denominada doctrina de los sistemas generales. Como 

fundamento de tal rechazo expone que "no obstante. en la actualidad, el Tribunal Supremo 

en sentencia de 27 de octubre de 2014, recurso 6421 y recurso 17412012 y de 17 de 

noviembre de 2014, recurso l 03 312013, ha venido a establecer la incompatibilidad de su 

anterior jurispn1dencia con la nueva foy del suelo de 2007 y su texto refundida de 2008. Si 

ambos texto legales prescinden de la clasificación del suelo en los planes u la hora de su 

valoración y atiende a su sítuaci6n real .w.i no resulta posíble valorar un suelo rural como si 

estuviera de facto urbanizado y contase con todos los servicios urbanísticas necesarios" 

Se refiere de::;pués a la sentencia <le 16 de oerubre de 2015 (rccursu 245/2014 que, 

expone, se refiere a la unteriur sentencia 17 <le noviembre de 2014 y que ':finaliza su 

argumentación teniendo en cuenta que puesto que en el caso de autos, al igual que el que 

ahora nus ocupa, 110 se trata de w1 suelo que tuviera la clasificución de suelo urbanizable 

delimiJado cuando se inicia el expediente de justiprecio se ha de considerar que en ningún 

caso sería de aplicación la lay 6 1998, sino el Taxlo Refundido de la ley del suelu 2/ 2008. 

En base a lo anterior concluye;:, en primer lugar, rcspcctu a la surerficie a cxproriar, 

que adopta o considera adecu.ada la superficie fijada inicialmente por el nyuntrunicnto, de 

87.187 m2, rccha?.llndo lo de la propii:d<1d al haberse obtenido esta última cifra "del informe 

técnico que ac01'!pafla a su hoja de aprecio, en el que se aprecian errores aritméticos que fo 

restan fiabilidad". 
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Valora el suelo, labor secano, por e1 dwdo métoJo de canimlizaeión de su.e; rcnt:L~ 

potenciales obterui;ndo un valor para el metro cuadra.do, <.k terreno d<.: monte bajo, Je 0,5567 

€. Por proximidad al casco urbano considera procedentc un aumt!nto del valor del s11clo en 

un 100 x 100 resultando un valor para el metro cuadrado de 1, 1134 euros/m.2 . Suma el 

pr~mÍO de afección del 5%, proyectado subre !u cantiJud Je 97.074,01 €y obtiene Wl total de 

valoración de 101.927, 71 €. 

SEGUNDO.- La purte n::currenk, en la demanda, se refiere también a los 

antecedentes de la presente problemática, destacando los razonado en la :;cntcnciu lit: este 

Tribunal dictada en el procedimiento ordinario 504/2011, número 37R, de fecha 27 de '1hril 

de 2015, poniendo de manifiesto que fn:ntr: a ella st: ína<lmitió recur~o de cnsación por lo 

que es firme. 

Defiende quc la superficie a expropiar es de 89.155 m~ y no la que rd:<.:ja e::L Jurado 

siguiendo al respecto lo que fue informado por el ayu.ntamicnlo expropiank. 

Rechaza que el suelo se considere y valore como en estado y sítuación rural, teniendo 

en cuenl.n fundamentalmente, lo yí.I. razonado e en la sent~ncia número 378/2015, de este 

Ttibunal, que a su vez, alude a sentencia dictada en el recurso 55/2009, relativa a ~xpedienl~ 

de fijación de justiprecio de w1a parcela colindante "y sujeta a idénticas circunstcmcias 

material~s y jurídicas". Se b:ata de lu sentencia número 75712013, de 24 de octubre de 201 J, 

confirmada por sentencia de Tribunal Supremo de lJ de julio de 2015, recurso de casación 

3994/2013. 

Mantiene, en definitiva, que la valoración encaja en el supuesto previsto en b 

Disposición Transitoria Tercera, párrafo scgWldo, del Real Decreto Legislativo 2/'2008, qu~ 

Jlevarfo a la aplicación de las reglas de.: valoraci6n de expropiaciones de sistemas generales 

municipales, que crean y snn dudad, anteriores al día 1 de julio de 2007. Considera. por ello, 

que siendo aplicable a la Vélloración de estos terrenos la normativa de; valoración de sudo 

anterior u esa fcdrn ,en aplicación del apartado segundo de la Di::; posición Territorio Tercera, 
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el .suelo destinado a sistemas generales municipales a ohtcncr por expropiación par..1 crl!ur 

ciudad, ha de valorar.se como .suelo urbanizabk, y conforme a lo razonado en la ya citada 

sentencia de es.te mismo Tribunal número 75712013, recaída en recurso contencioso 55!2009, 

confinnada en Ca'iación, que ana.J.j:t.aba y resolvía una problemática idéntica relación con una 

parcelo. colinduntc. 

Articula, por ello, :-obre la ba:se de in1bnne pericial aportado, como prl'll:'n~iún 

prindpal, en primer lugar, que en aplicación de las nonnas de valoración a.nterior~s ul <lía 1 

de julio de 2007( en virtud de la dísposición Transitoria Tercera del 'l'RLS/08) el justiprecio 

se fije en la cantidad de 8.808.698,50 E, incluido el premio de afección, que fue lo solicitado 

en la hoja de aprc(;io "aunque con arreglo al módulo de VPO en octubre de 200/:i, el 

resultado es de 9. 056.433, 33 €, incluido premio de afección. Añadiendo a Ja cantidad lotal 

los inlerrw~s legales desde el día 20 de octubre de 20U7, fecha de prest!nlación de la 

valoración en el ayuntamiento o subsidiariamente desde el diu 20 de octuhre de 2001:<, fecha 

de inicio de expediente de justiprecio, según el JRV . 

Subsidiuriamentf;! a lo witc.:r.ior, se fije la cantidad de 5.215.567,50 €,incluido premio 

de afocción, "ya fijado en la STSJ-CLM número 757113, sección segunda, recLmv 55109, 

lratase ele fincas contiguas que forman parte del mismo equipamiento sistema ger1erul'', 

añadiendo la petición de intereses en los t~rrninos ya indicados. 

Subsidiariamente a Jo anterior solic.::íta que se fije el justiprecio que resulte de la 

ejecución de la st!ntcncia número 1095/2015, de techa 9 de diciernbn: de 2015, de e::ste 

mismo Tribunal, Sección Segunda, relativa a terrenos al lado e;i.propiados en el sector del 

programa de actuacitin urbanizadora seclor poblado J, ámhíto CR-503 entr·c la cal/e 

Valencia y cementerio municipal en Puerto/lana. 

Con carácter subsidiario n todo lo anterior, y parn cJ caso de cu tender que resulta 

aplicable el TRLS /08, en primer lugar, la cantídad de 10.781.468,78 €más el 5% de 

afección si bien, por cohe!'encia, y por remisión a los actos propios, acept.a la valoración 

incorporada a su hoja de aprecio de 8.808.698,50 €. 
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Por ultimo y también con carácter subsidiiJ.rio la anterior, se fije la cantidad de l.637.563,06 

€, incluido premio de afección, con idéntica petición de intcn:s~s a lo ya expm:s\a . 

TERCERO.- De lo expuc~to, en los términos en los que la problemática se plantea. 

se deduce fácilmente que el principal debate que se suscita es la uplicaclón a la eKpropíación 

de autos del régimen transitorio que se estableció en la Ley dd Suelo (.k 2007 y pasó a la 

DL'>posición Transitoria del Texto reflmdido de 200&, por el cual se au toriz:iba la aplicación 

Je la Ley Je Valoraciom:s de 1998. 

Así , la mcncíonac.Ja norma, y pese al sistema de valoración que se impone con la 

nueva legislación, ( se prescinde de la clusificación del suelo, c::;t.ubJceiendo el legislador las 

dos categmías hásicas del suelo: el rural y el urbanizado, que se Jdincn en la misma Ley 

refundida) prevé w1 régimen transitorio para los Jerrenos que, a la entrada en vir;or de 

gg_ué/la --la Ley de 2007-- . formen parte del suelo iirbanizable incluido en iirnbiros 

delimitados para los que e:! plw11:amicmlo hqva establecido lu.I' co11diciories para .rn 

de:>arrollo, que &: valorarán conforn1c a las reglas establecidas en la Le}! 611998. de 13 de 

abril. sobre Régimen de S11elo y Valoraciones, tal y como quedaron redactadas por la Ley 

1012003, de 20 de muyo, siempre y cuando en el momento a que deba entenderse rt:ferida la 

valoración no hayan vencido los plazos para la ejecución del planeamienlo o, si han 

vencido, sea por causa imputable a la Administración o a terceros. De 110 exisrir previsión 

expresa sobre plazos de ejecución en el planeamiento ni en la legisÍClcion de ordenación 

lerritorial y urbanística, se aplicará el de tres affoj· contados desde la entrada en vigor de la 

Ley 812007, de 28 de mayo, de Suelo". 

Es decir, si bien el Legislador de 2007 prescinde, u efectos de valoración, Je la 

clasificación del sucio, en este régimen transitorio se contempla un supuesto de clasificación, 

precísam1:nte la más conflictiva a los efectos de calcular su valor, el suelo urba.nizablt:. 

En consecuencia, debemos determinar :si en este caso concreto, confom1e a la 

normativa cuestionada, los terrenos afectados por la expropiación cumple el rc.:quisito 

condición de entenderse incluidos " en ámhilos delimitados para lús que el planeamiento 

haya establecido las condiciones pura su desarrollo''. 
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Como hemos adelanindo, la paitc recurrente así lo alirma y mantil!ne, insis tiendo en 

q\lc el ;:¡j;:¡tcma gcm;n1l municipal de zona verde donde se cm:ucntra la superficie de tcrn:nu a 

justipreciar era suelo w-bunizable y eslaba totalmeotc ddimitaJo en d PGOU de Pucnollanu 

antes del día 1 de julio de 2017, topográficamente está señalado y delimitado en el 

planeamiento general vigen!e (PGOU del año 1984, con modificación general i..:n d año 

1990). Destaca que la "argucia" del ayuntamiento para uo ejecutar ..:si.: sistema general a 

obtener por expropiación, con infracción de la normativa de aplicación a dicho plancam.icnto, 

y rese a tenerlo perfectamente delinütndo, no puede servirle para etudi.r la normativa anterior 

al día w10 de Julio, en aplicación de la Disposición Transitoria Tercera, apartn.do seg1.U1do del 

texto refundido del año 2008, al darse los requisitos previstos para dicha aplicación. 

Concluye que debe valorarse confo1me a la nom1atívu de valoración anterior al 1 d<: 

julio de 2007, confonne a la doctrina juri:;;prudcncial del Tribunal Supremo y dd Tribunal 

Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, pura el sucio destinado a sistemas generales 

municipalej~ en este caso, está previsto en el PGOU, conlribuytmdo a hacer ciudad. como 

suelo urbanizable, aunque eslén ciasijicados los terrenos comn suelo urhanizable no 

programado". 

Critica la decisión del jurado de valornr, con.forme a lo indicado por el <lyuntamicnto, 

como rústicos los terrenos y el rechazo a que fuera de ap!icacíón Ja Disposición TrdnsiLoria 

lcrccra, insistiendo en que no puede considerarse como suelo .. urbanizabíe sin más, pur;:s 

por su propia naturaleza de sistema general en ei I'GOU, no incluido en el ámbito de 

unidad de aclUacíón, conlleva su propia programación, equiparable al suelo que cumla <.:on 

programa de ejecución, y debiendo haber aplicado el método de contraste fijado para estos 

supuestos por la mencionada o jurispn1dencia, objetivan del jiJsliprecio, partiendo de 

precios oficiales determinados, esto es, del módulo de vivienda de VPO, expresado e!'J euros 

por me/ros cuadrados de superficie útil". 

Como también dijimos, apoya sus argwncntos en lo rw.orrndo y declarado en la 

sentencia de este mismo Tribwial, número 378!2015, relativa estos mismos terrenos y que 
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rt!¡;hazó la inadruisíóu decidida en ocucrdo previo del jurndo y también en la sentencia 

nt'~tnero 75712013, también de esta misma ,;ala y sección, que se reforía a terrenos 

colindantes. 

Fr~nte a ello, tanto la defensa de la administración uutonómica como la del 

ayuntamiento tratan de destacar las diferencias exisLente!1 entre el supuesto cxpropiatorio de 

las parcelas que examinamos y el analiz<.1do y resuelto en la sentencia número 757/20l3 

(recurso 55/2009), relativo a Ull<!S parcelas co[iudantc::>. 8(;: destaca que en uqucl CU.SO, \a 

solicitud o pclici6n de iniciu de cxpt:dicntc cxpropiatorio se presentó en julio de 2002 y lu 

petición de inicio de fijación de justipreciado en el año 2005, cun lo que, en palabras de la 

defensa del ayuntamiento, "por la fecha de inicio de Jos respectivos expedientes 

expropiatorios, siendo el referido de contrurio anterior a la ley 212008 por lo que la 

valoración efecJuada por dicha sentencia lo fue en virtud de la ley 611998, de 13 abril, del 

regimen del suelo y valoraciones, norma cuya aplicación era indisculida a dicha va/orC1ción, 

lo que en modo alguno ocurre en el presente caso". 

Se sigue exponiendo por la defensa de las dcmand<idR'l que en el ca<>o que nos ocupa, 

y como ya se reflejaba en la previa sentencia número 37812015 (referida a estas mismas 

fincas como hemos descrito) la petición de inicio de expediente expropiatorio se rresenta el 

22 de octubre de 2007, reiterada en noviembre de 2009, con la aportación de hoja de 

aprecio, y la petición al jurado de fijación de justiprecio es de 27 de abril de 201 O. En base n 

ello se manfame que no resulta aplicable la misma normativa sobre valoración, ulgo 

acho.cable a la propia parte demandante que al retrasar el n;qucrimicnto había d~krminado la 

legislación que debe regir la valoración. inicialmente la ley 8!2007 y dcspL1és el TR 212008, 

que alteran los witi:rioces criterios de vulorución y conforme a las cunles yo no rcsult.<1 

::idmisíble la doctrina de los sistc:rnus generales. 

Se expone, siguiendo cor.. d razonamiento, que no rc$ultc apli<.:<.ible la excepción 

prevista en el apartado segundo de la Di:;posición Transitoria Tercera del lRLS 2008, 

insistiendo en que no es suelo urbanizable programado sino que se trat3 de terrenos que no 

están incluidos u adscritos a un sector o unidad de actuación detemúnado, añadiendo qu~, tal 
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y como se ha indicado por el ayunt;.mucnto, en lu uprobaci6n inicial de un nuevo POM SI! 

cl(lsifü:<tban las fmcas co:no rústicas de reserva. Se acepta, no obsta.'lte, qu~ la senléncia 

número 378/2015 "se aparta del re tiar Jitara/ y de la jul'l:~prudencia aplicando una i:<tc.·~p,ión 

a esta finca para ll~gar a la conc/usiÚll Je que aunque las parcelas no estén incl11idas o 

adscritas a un sector o unidnd de actuación proc~de la expropiación por ministi.;rio de l<:y" 

pero mantiene que es "innegable que esta circunstancia no determina el camhln de /iJs 

reglas de valuación por razones que expone: porque se reconoce, dice, expresamente que el 

suelo al que se refiere este procedimiento no está delimitado; porque resulta aplicable la 

nueva regulación del Texto Refundido sin que existan circunstancias excepcionales previstas 

en la nomm y que la interpretación literal de los preceptos impon~ que para aplicar la 

excepción los terrenos susceptibles de ser expropiados deben estar incluidos en ámhitos 

delimitados para los que entrenamiento ya establecido condiciones para su desatTollo y esu1 

circunstancia no se <la. 

CUARTO.· Adelantamos que no podernos asumir, por no ser correctos, los 

argumentos expuestos por las defensas de las administraciones demandadas. 

Por lo que respecUJ., en primer lugar, a la no1mativn aplicable, ciertamente, al ¡i:;unto 

o problemátic.:a resuelta en la sentencia número 757/2013, relativ<:1 a fincas colindantes con 

las que ahora se justiprecian, teniendo en cuenta la fecha en la que debía entendi;rsc inü.:ia<lo 

el expediente cxpropiatorio en aplicución del nrtículo 127 de la LOTAU , le resultaba 

aplicablc, directamente, la anterior ley 6/1998. También es correcto lo afirmado por la::; 

demandadas en el sentido de que, aplicando ese mismo criterio a las parcelas de los 

recurrentes en este procedimiento jurisdiccional, resultaba aplicable la nu~va normativa, pero 

precisamente lo que. estamos debatiimdo i:s la aplicación rctroucLivn de Ju legislación ankriur. 

en base a lo previsto en d propio TR 2008, concn.!Lamente en el opnrtado scgwit.lo 

Disposíción Transitoria Tercera ya transcrita. 

Aclurado lo anterior y siguiendo con el análisis comparativo de los supuestos , la 

sentencia relativa a estas mismas parcelas, la número 378/2015, ya r<l.:l:onaba que no podía 

alcanzar la misma conclusión obten.ida en la sentencia número 757/2013 (para fincas 
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colindantes) por "imposici6n del principio de igita7dad del arth'ulo 14 dt: Ju CE. ". Ello 

porque en la sentencia número 75712013 (un recurreme diferente) se analizó la kga]í<lad de 

una resolución del jurado que; entendiendo que concurrían los suput:slos o condiciones 

previstos en el artículo 127 de la LOTAU para el supuesto expropiatorio por ministerio <le 

ley, estableció justiprecio y, además, fue únicamente recurrida por el propietario pues el 

recurso del ayuntamiento que peJfa que si:: n::chaz.ara l::sa t:xpropiación por ministerio <lt; ley 

fue declarado t:xtemporáneo. 

Se sigue explicando en esa scn1encia número 37812015, que la problemática se 

planteaba en otros términos pues en ese caso la propia rcsolucíón del jurado inadmitió b 

petición de los recurrentes de fijación de justiprecio por entender que no concurrían en los 

terrenos los requisitos pl'l!Vi::;tos en d arlículo 127 de la LOT AU , y por ello la primera y 

principal de las cuestLones a dilucidar era precisamente si tal requisito concunia o no. 

Aclarado lo anterior Jo relevante, a los efectos que nos ocupan, es que esa st:ntcncia 

37812015, analiza la problemática en los términos descritos, decidiendo, en defmitlva, que sí 

concurría el requisito previsto en el artículo 127 de la LOT AV , y esa problemática coincide 

con la que las partes demandadas pretenden nuevamente reproducir en este procedimiento 

jurisdiccional, l!ueslionando que conctma el requisito o condición prevista en el apartado 

segWldo de la Disposición Trnnsitoria Tercera del J<.:.xto .Rt.:fundido 2008 , coincid~nte con 

el exigido en d artículo 127 de la LOT AU según redacción aplicada en la sentencia 

37812015 : "que los terrenos estén incluidos o adscritos a un sector o wJidad de actuación 

determinados". Ni siquiera constituye Wla novedad en ese análisis Ja alcg:ición de que con 

la aprobación inicial de un nuevo POM se clasifican las fincas como rústicas di.! rcst.:rva, pues 

tal afirmación de aparccín rcflcjuda en la scntcncfo n ht que vcntmos refiriéndunos, sin que St: 

considerara relevante ni suscepLible de alterar la conclusión obtenida. 

Nos limitamos, para clarificar definitivamente la conclusión obtenida, para reproducir 

los fundamentos SEGUNDO y siguientes d<.: la tantas veces ci1ado sentencia J 78/2015. 



Al>\ll~lSTI'-'-C:!()N 

iJE JUSTICIA 

SEGUNDO.- El recurrente en su demanda, tras setialar qu~ el PGOU de 

Puertollano no ha lJegado a adaptarse a la LOTA U, defiende que 1m cuulquie1· caso en dicha 

norma se suprtmtó la exigencia de que los terrenos eslén adscritos a una unidu.ri di!. 

actuu.ción en la modificación que se llevó a cabo mediante Ley 212009 de 14 de mayo, de 

Mi!didas Urgentes en /vfateria de Vivienda y Suelo, que dio nueva redacción, entre otros, a 

los arts. 127 y 149. De modo que, no siendo ya de aplicadón es/e requisito, dice, nos 

enconrramos ame un panorama semejante al que derivaría de la aplicación del ,11·t. 69 de la 

1 Ley del Suelo de 1976, que tampoco lo exige, y su jurisprudencia de aplicación, de la que se 

trae a colación por ejemplo la sentencia del Tribunal Supremo de 23 de junio de 2001. 

Además, indica que aunque los terrenos estén clasificados en el Plan como urbanizables no 

programados, la Ley 611998, del suelo y valoracione3~ eliminó la diferencia r:ntre el suelo 

urbanizabie programado y el 110 programado, de modo que la cuestíón es irrelevanle Srdialó 

que 110 es admisible que el Ayuntamiento, median/e Ja clasificación que realizó, saq"e sus 

ten·enos del mercado de compraventa, y además limite las posibilidades edificatorias 

(incluso las propias del suelo rústico) y qm: se permita que ello se haga y se mantenga de 

mcmera indefinida Siendo en cualquier caso indiferente que exista un planeamiento en 

tramiraciún, no aprobado definitivamente, que altere la clasificación. 

Tan/u Ja Junta de Comunidades de CasJil/a-La Jvlancha como el Ayuntamiento di! 

Puertollano se oponen a la demanda, y manifiestan que la modificación de la LOTA U a que 

se refiere el actor no ha sido correctamente interpretada por éste, afirmando que en todo 

c.:aso hay que exigir, conforme al art. 127, que los terrenos estén adscritos a alguna unidad 

de actuación para que sea procedente la expropiación por minisrerio de la ley. 

TERCERO.- - Se cita en la resolución del Jurado y por la Junta de Comunidades de 

Ca.<;til/a-La Mancha la sentencia de esta Sala de 24 de julio de 2006 (recurso 83./12002). En 

esta sentencia ciertame11Jc declaramos desplazado íntegramente el arl. 69 di! la Ley del 

Suelo de 1976 por el art. 127 de la LOTA U, exigiendo como requisf(o para la expropiación 

por minisrerio de la ley el de que el terreno estuviera udscrito a una unidad de ejecución 

determinada; no obstante, ya en esta senJencia añadíamos lo siguiente: "El razo11amierito 

de cierre para desestimar el recurso Jo constüuye que la Sala nu aprecia el quebrantamiento 

del principio de equitativa distribución de beneficios y cur;;as cundo a pesar de las 

previsiones contt!nidas en el plan sobre el carácter de zona verde de la zona se calijicu. el 
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terreno como no urbanizable. Como c:rmsecuencia de dicha calificación ninguna carga se 

impone al interasndo que reclame las ventajas dBl sistema deri..:adns de la expropiació11 L?n 

cw.mto a posibles compensaciones indemnizatorias con el fin de contrarreswr los perJuicins 

que se le irrogan. El propielario puede darle a su propiedad los destinos agr{colm. 

ganaderos y forestales compatibles con ese uso, incluso realizando dererminados actos de 

conslntcción propios de esa clase dr! suelos. como asi viene haciendo y resulta de la prueba 

incorporada al rumo de la actora y en concreto de !as fotografias incotporadas donde se 

evidencia el uso agdcola de !afinca que le da el propietario a SLIS terreno.\ e instalaciones". 

Posteriormente, en las sentencias de 11 de oc/ubre de 20 l 3 (rec.107011998), 9 de 

junio de 2014 (apelación 17112013) y 16 de junio de 2014 (rec . 46112010), hemo:i· nwtizadu 

la tajante exclusión de la posible aplicación del ar/. 69 de la Ley del Suelo de 1976 y hemos 

.>erlalado que la senfencia de 2006 aludía en cualquier caso a un suelo no urboniwb!e en el 

que por tanto el sistema general o doración no privaba al propietario de posibilidad de 

utilización según .w destino ordinario (el "razonamiento de cierre" que me11cinnaha la 

sentencia de 2006),· pero que la perspectiva era muy diferente cuando se lratase de un suelo 

en el que se pl"ivase de posibilidades edificatorias a causa de la previsión del sistema 

general (en principio, suelo urbano o i1rbanizable programado), casn.I' en Jos que las 

sentencias mencionadas acudían al arf. 69 y afirmaban la procedencia de la ex1m>piacfrín 

sin atender como decisivo al dato del ar/. 127 LOTAU de la adscripción a sec:tor o unidad 

de actuación. Pues, como hemo::; sdíalado recientememe en la sentencia dictada en el 

recurso con/encioso-administrativo 42412011, en efecto parece careme de sentido que se 

exija la adscripción a un sector o unidad de actuación, lo que señaladamente remite a los 

suelos urbanizables, y sin embarRO se dejen fuera, por ejemplo, a los suelos urbanos 

consolidados en los que el POM en principio sirve ya de instrumenlo direcro para la 

ej~cución Con lo cual el rigor qzu.! si: manifestó en la sen/encía de 2006 sobre lcJ 

aplicabilidad del arr. 69, ha quedado ya atemperado en las sentencias poMeriores de esta 

Sala citadas, que han acudido al art. 69 del TRLS 1976 ante la evidencia de que el art. I 2 7 

LOTAU no puede ser interpretado en supura literalidad. 

El 'l'ribunal Supremo distingue con toda claridad entre suelos en los que la 

asignación a síslema general supone pérdida de facultades edificatorias preexisten/es (wría 
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el caso de los sucios urba11izab/es sectorizados u los que ulwlr. el arr. 127 LOTA U, y de los 

suelos urbanos para cuyu l'egulación arndimus al art. 6Y L11y de Suelo 1976 ante td vado 

legal de la LOTA U, que sólo se refiere a los otros) y casos en lus que el suelo no pierde esas 

facultades porque nunca las lurn (en principío sw!fos rúslicos y u>'baniwbles 110 

sectorizadM), di.~rinción que luce daramen!IJ en sus sefllencias de 4 ocwbrc 2006 (RJ 

2006\6729), 15 diciembre 2005 (RJ 2006\1377), 12 junio 2012 (R.l 2012\7367), 23 enero 

2013 (RJ 2013\1905), 18 diciembre 2012 (RJ 2013\807), 19 julio 20// (RJ 2011\6646) y 

muc:has otras. 

Así, lo sentencia del Tribunal Supremo de 4 de octubre de 2006 dice lo siguiente_· 

" ... se ha de partir de que la petición del reclJrrente ha de entenderse formulada al ampnro de 

lo dispuesto en el articulo 69 del Texto Refandido de la Ley del Suelo de 1976 (..). El 

ilJdicado precepto permile, una vez rranscurrido cinco años desde la entrada en vigor del 

Plan o programa de actuai:ión urbanística, que se lleve a ejéctu la expropiación de los 

ternmos que con Clrreglo a su calificación urbaníslica no sean edificablc:s por sus 

propietarios ni hayan de ser objeto de cesió11 obligatoria por no resultar posible la justa 

distribución de beneficios y cargas en el polígono o unidad de acluación, siempre que el 

titular de los bienes o sus causahabientes adviertan a Ja Administración de su prop6silO de 

iniciar la tramitación del expediente de justipr~cio, pudiendo llevarse a cabo poi· ministerio 

de la Ley si transcurrieren otros dos años más. 

La resolución de Ja Gerenda de Urbanismo rechaza la formulación de la advertencia 

en cuan/o entiende que los terrenos objelo de la misma no se encontraban ofeclados por 

Sistema General de Espacios Libres alguno, considerando que carece de fundamento y 

validez la advertencia realizada, centrándose la cuestión a resolver si efi¡ctivamente tal 

prommciumiento admini,\'f/'"ativo l'esu!ta conforme a derecho. 

Ha de parlirse para ello de precisar si el preceplo anles mencionaJu permite la 

posibilidad, que se convierte en un der1;chu para el afectado, de obtener la expropiación de 

los ten-enos cuando por su calificación urbanística no resulten edificables por los 

propietarios ni han de ser objeto de cesión obligaloria por no resultar posibla la justa 

distribución de beneficios y cargas en el polígono o unidad de actuación. 
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En el presente caso la solicitud se formuló por íos propietarios en .ru condición de 

propietarios de wws parcelas que entienden que estún afectadas por un Sisrema General de 

Espacios Libres en suelo no urhanizable invocando la inclusión de las mismas en el 

planeamiento dentro clt:l Sistema General ele Espacios Libres Tussara que, según lu 

normativa urbanística, corresponde a la fracción de terrítorio situado al este de la anligua 

carretera a Granada y atravesada por la nueva vía de circunvalación orhmtal, que <m la 

citada normativa aparece referido a lugares no urbanizados pero próximo a la urbe. Por su 

parte, el ariiculo 350 del Plan General prevé la posibilidad de un Plan Especial, entre otro,1~ 

para el suelo no urbanizable, 

La primern cuestiún planteada es si efectivamente en el suelo no 11rbanizable de las 

características que concurren en fa finca propiedad de los rec:urrentes rcsul1'1 aplicable lo 

dispuesto en el artículo 69 de la Ley del Suelo de 1976. En efecro conviene precisar que el 

arJiculo 69 prevé la cxpropiació~1 para aquellos ttJrreno:,· que con arreglo " su calificació¡¡ 

urbanística no sean edifica'hles por sus propietarios y que no hayan de ser objeto de cesión 

obligatoria por no resu/Jar posible la ju.sla dislribución de los beneficios y carp,as en el 

polígono o unidad de actuación, constituyendo el urtícu/o 69 del citado Texto Refundido, 

como hemos recordado en la serJlenda de 21 de abril de 2005 (recurso 6.45612001), una 

garantía para el interesado afectado por el planeamiento urbanístico que ve mermadas sus 

fat,iiltades dominicales con la prohibición de edificar. 

De ello resulta que el indicado precepto no remira de aplicación al suelo que, por su 

propia condición, derivada de la clasificación urbanística, re.wlre no edificable y tampoco, 

como hemos recordado en st::nlenciu de 15 dt:: diciembre de 2005 , puru el urhw1L:ablt' no 

programado, ya que el espiritu y .finalidad de la norma, sólo permite su aplicación a 

aque/Jos terrenos que resulJen en principio edificables por estar clasificados como suelo 

urbano o urbanizable programado, y en ningún caso para el suelo no urbanizable al que el 

planeamiento en nada perjudicada al incluirlo en una calificación de la que resulla su 

inedificabilidad 
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Estundo, por tunto, incluidos los Jerrcnos de los recurrentes en suelo no urbanízabli:, 

ello impide la aplicaci6r1 de lo dispuesto en el repetido nrtículo 69 puesto que en nada afecta 

a los recurrentes el pianeamienlu urbanístico c¡ue 110 hu. mermuJo sw· fucultudi¿s 

dominicaMs con la prohibición de edificar aplicable u. los /em:nos por su clasificación de no 

urbanizahl es". 

la se11/encin del Tribunal Supremo Je 15 diciembre 2005, por su /C1do, inJica: 

" ... debemos afirmar que la cuestión planteada por la Adm ínislració11 acerca de la 

clasificación urbcmistica de los terrenos como suelo urhanizahle no programado, l.!n 

atención a Ja certificación obranre en autos, impide el éxito de la acción ejercitada al 

amparo del citado artículo 69 de lll Ley del Suelo, vigenre al supuesto que analizamos, ya 

que la /erra y e:.piritu de este precepto es clara y predsa, en cuanto habilita, prevío 

cumplimiento de los requisitos formales y plazo.v exigidos al li!Ular de los hieries o sw· 

cau~·1Jhabienles iniciar el expedienle de justiprecio, respecto de los /erre nos que con arreglo 

a su calificación urbanística no sc!an edificables," es decir, aquellos que estén clasificados 

como de «suelo urbanm> o <wrbanizable programado», pues el «suelo urbanizable 110 

programado» ah inilio por el plan permanece como está has/a el momento en que ~·e 

aprueba el correspondiente programa de actuación urbanística sin que la declaración de su 

aptitud para ser urbanizado surta efecto alguno, ni para llevar a c:cibo en ella ningún tipo de 

operaciones urbanúticas, pues en tanto no se programe el suelo urbanizablc no programado 

está sujeto a las mismas limitaciones que el clasificado como no w ·banizable -artículos 85 y 

86 del Texto Refundido de 1976". 

La sentencia del Trifmnaí Supremo de lljirnio 2012 se9íala: 

''el articulo 103 de las repelidas normas 11rbanís1ir;:as de Cataluña es literalmente 

coincidente con lo dispuesto en el articulo 69 de la Ley Estatal del Suelo de 1976, y que h,1 

sido objeto ya de r:onsideración l1J cuestión controvertida por esta Sala, lratándose, en 

definitiva, de aplicar al presente caso la jurisprudencia de este Tribunal existente que e11 el 

ámbito de la interpretación de dicha norma, pues, como hemos afirmado en senti:ncia de 4 

de octubre de 2006 en el recurso de casación 4.144/2003, el articulo 69 de la Ley del Suelo 



,.L'Mltl!STP.l\CION 
DE IUSTIClA 

dei 1976 prevé la expropiación, e11 términus c1ue resulwn reproducidos por d <:itudo arlic:ulo 

/01. pura aqw!llos 1erre11fü' qua co~ arNigio a su calificación urbanfatica no st>un edijicobles 

por su propietarios y que 110 haya>1 de .~'l!.I' objeto de cesión obligatoria por 110 resi.iltar 

posible la jusia distribución de los beneficios y curgas en el polígono o un.idad de actuación, 

constituyendo el articulo 69 del citado Ter.to Refundido, comD hamos recordtido en la 

sentencia de 21 de abril de 2005 (recurso 645612001 ), um.1 garantía parn el interesado 

afectada por el planeamiento urbanístico que ve mermadas sus facultades dumiriicales con 

la prohibición de edijicar. 

Y, como añadíamos en aquella sentencia, de ello resulta que el indicado precepto nn 

resulta de aplicación al sucio que por su propia condición deriv(lda de la clasijicación 

urbanística resulte no edificable y tampoco, como hemos recordado en sen/encía de 15 de 

diciembre de 2005 , crl urbanizable no programado, ya que el espíritu y finalidad de la 

norma, s61o permite .>'U aplicación ti aquellos terrenos que resu/Jen en principio cdifi.:ables 

por estar clasificados comu suelo urbano o w·banizable pro>_,rramado y, en ningún caso, para 

e/ suelo no urba11ízable al que el planeamiento en nada perjudicu al incluirlo en una 

calificación de la que r11sul1a su inediflcabilidad. 

En el presente caso, los recurrentes no niegan que el s'l.lelo antes de la vigencia dd 

Plan General Metropolitano de Cataluria de 1976 fuvieru la condición de no urbani:able, 

sino que entienden que ello no altera la exigencia de la expropiación "cuQndo nos 

encontramos ante suelos que aun considerándose no urbanizables se hayun adscritns o 

destinados a la implantación de un sistenw general, como pueden ser, a modo de ejemplo, la 

previsión o ampliación Je un aeropuerto, de un puerto, etc.", interpretación ésta sostenida 

por los recurrentes que se opone frontalmente a {a que se deduce de la jurisprudencia de 

esta Sala antes mencionadu, lo que impone la de.>·estimación del recurso comencioso 

administrativo". 

Por su parle, la sentencia de 28 de octubre de 2013 (casación 3912111) da una 

panorámica de este instituto y vuelve a recordar qu~ sólo es de aplicación para suelos en los 
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que el sisiema general es, precisamente, el que! rnermcr lasposibiliJaJes edificatorias, lo c;¡.m/ 

en principio sucede en /ns suelos urbanos y urbanizables .~ec/ori::.ado.~: 

"La legislación urbanística española (veáse el art. 69 dd Texlo Refundido de la Ley 

del Suelo. así como numerosa nonnlitiva autonómica en igual sentido) prevé Ja posibilidad 

de que los terrenos destinados en el planeamiento urbaníslico a sistemas y dulacinnes 

públicas que no eniren ~n las operaciones di= equidistribución Je cargas y beneficios en el 

seno de la unidad de ejecuci6n en la que se cncuentr~n o que no .sean ad~·crilos a ¡.mu wiülad 

distinta, puedan ser expropiados a instancias de los propietarios de los mismos una wz que 

/1·anscwn1 un delerminudo plazo sin que la Administración haya impulsado de njicio su 

obtención y ejecución. 

Estas expropiaciones denominadas por ministerio de la ley suponen una garanría 

frente a la inactividad de las Admínistracioncs públicas en Ja gestión de Jo~· Plant:s de 

Ordenación y, concretamente, de aquellos que deban ejecutarse conforme al sistema de 

expropiación, permitiendo a los propietario.r la posibilidad de desbloquear fo situación 

creada por un Plan que la Administración no se decide a ejecutar y le permíte obtener la 

comp1msación con·espondiente a la privación que el Plan f,; impone, consiguiendo corregir 

la situación en que se coloca a los particulares como consecuencia del no ejercicio de la 

potesrad cxpropiatoría. 

Nuestra jurisprudencia ha declarado en relacilm con el art. tí9 del TR TS, que este 

precepto proporciona una garantía para los derechos de los administrados que acentúa el 

principio de obligatorfrdad de lus planes, y que sus previsiones intentan paliar los perjuicios 

que para el tiíular de los bienes afectados por ww r:xpropiación i1rbanfsrir.:a supone la 

pasividad de la Administración, estableciendo una garantía del contenido económico de los 

derechos de los propietarios, debilitados frente a tal pasividad administrativa. Constituye 

pues una herramienta para combatir las situaciones de inactividad en las que la 

Administración no ejerce la potestad expropiatoria que resulta obligada en virtud del Plan 

urbanisticn y el sistema de ejecuci6n previsto en él. 



ADMl'.1.15lltACJUll.' 
DF. JUSTICll\ 

Es1u:s e.xpropiuciones pvr ministerio de la ley, e11 el sentido ex¡me!'IO, com!illlyen Pº" 

tanto una excepción a la rc~la general seK!ir1 la cual no cabe. en principio. obligar a la 

Adminisrrac1ón a tJXpropior, .V Jioncn w1 mMcado carácter tuitivo pues (l·alan de t:vilar la 

indefensión de los propiewrius qui!, l'omo consecuencia del planeamiento urbanístico, 

quedan sin aprovethamiento alguno, faculJándoles para forzar a la Administracíón a que les 

expropie, impidiendo así que su derecho de propiedad qued11 vucío de contenido económico. 

Opaan como un mecanismo de cierre del planeamienJo urbanístico pam aquellos caws en 

los que el contenido económico del derecho de propiedad afectado por dicho planeamiento 

no pueda satisfacerse por la via ordinariamente prevista que es la de equidistribución de 

beneficios y cargas en1re los propietarios de los lerrenos afectados por el desarrollo 

urbanístico previsto en los pianes de ordenación correspondiente. 

Constituye presupuesto de aplicación de este insJ//¡1/u que el suelo en cuestión haya 

sido clasificado como urbanizable programado o delimitado, o como suelo urbano, piws 

solo en estos casos es posible su desarrollo urbanístico y por tanto la activación de los 

mecanismos de equidistribución de los beneficios y cargas que dicho desarrollo i::onlleva". 

De este modo, de. acuerdo c:on la anJt:ríor doclrina, la e/ave de fa cues1íón no es si el 

suelo está o no adscrito a un scclor o unidad de actuadóri, sino si el .sistema general priva al 

terreno de faculiades urbanísticas qui:! en otro caso tendría, lo cual de ordinario (e 

insistimos en que "de ordinario", por lo que luego se verá) .sucede en los suelos urbanos o 

urbanizables sectorizados y nu sucede en los no urbanizablcs o urhanizahles no 

programados. 

Y repárese, como señala el recurrenta, en que la modificación de la LOTA.U operada 

por Ley 212009, de 14 de mayo, que da nueva redacción a los ans. 127 y 149 de aquél/11, 

dice con un tenor más amplio que el del supuesto del ar/. 127, y que recuerda al tradicional 

art. 69, lo siguiente: "Cuando transcurran cualro años desde la entrada en vigor del plan 

sin que se lleve a efecto la expropiación de los terrenos que eslén deslinados a sistemas 

generales o dotaciones públicas locales que no hayan de ser objelo de cesión oblígaloria, el 

procedimienlo de expropiación forzosa su entenderá incoado por ministerio de la Ley si, 
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efectuado requerimiento a tal fin por el propie/ario ajecrado o sus cawahabil'nles, 

transcwre un ano desde dicho requerimiento sin que Ja incoaci6n se produzca". fatu norma 

es muestra de cuál es r·l'olmen!e el régimen propio de esta tipo da e:xprnpiaánnru, s.i 11e~1.1e 

ya por la aplicación directa de este 149. 3, ya, en la n~dacción onlcrior de la LOTA U, por la 

vía de la aplicación subsidiaria del ar(. 69 TRLS 1976. 

Así pues, y resumiendo lo dicho hasta aquí. el punto de partida es equivalente al del 

art. 69 de la LS y la doctrina del Tribunal Supremo según la cual sólo es aplicable la 

expropiación por ministerio de la ley cuando el sistema general impide fa,·idtades 

urbanísticas, lo cual ordinariamente sucede en los suelos urbanizab/es svl'lorizados y 

urbanos, y ordinuriamente no sucede en los suelos no urbanizubles o urbanizahlcs no 

secJorizados. 

CUARTO.- Dado que los suelos propiedad del actor se encuentran clasificados como 

urbanizabl2s no progmmados padria parecer que la cuestión queda resuelta sexún los 

razonamientos anteriores, y que no her lugar a la expropiación por ministerio de la ley. Sin 

embargo, Ja cues1ión no es tan simple. 

El actor setwla que tras la emrada en vigor de la Ley 611998 del Suelo y 

Valoraciones, no es dable distinguir en/re suelo urbanizable programado y no programado, 

estando todo él sujeto a la mísrna posibilidad de desarrollo y por tanto debiendo estar 

idénticameroe tratado a efectos de expropiación por mini~·1eriv de la ley. Si esto fuera 

con·ecto, habría que entl'nder que iodo el suelo urbanizable tiene posibilidades edificarorias 

realizables por la iniciativa particular y que por tanto la distinción de las sentencias dd 

Triburial Supremo enrre programado y no programado habría perdido su s.t11tido. Las 

sentencias del Tribunal Supremo que hemos citado más arriba o bien se referían a ca:»0s 

anteriores al vigencia de la Ley 611998, o bien no analizaban si dicha normativa ha supuesto 

alguna clase de cambio de pen1pectiva en esta cuestión. 

Sea como fuere, lo cierJo es que el intereslido inúste en que sí se le priva de 

jacultades edificatorias y se le deja en siluación de desigualdad reJpecto de olros que 
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pueden ap1·owchar sus suelos urbanísticamente, con ww dotación público que se lo impide 

y sin que la expropiación prevista par ai a misma se lleve a cabo ni se vaya a llevar con una 

per~pectivu dt: complt:IU indcfiflición 

&to nos obliga a considerar con cuidado el caso y acudir ahora al examen de los 

planos del PGOU obran/es en autos. Si examinamos al plano da clasificación del suelo, 

podemos señalar que la finca del acíur se encuentra siíuada en una ;:ona de suelo 

urbanizable no programado encajada entra el casco de Puerto/fano al oeste y, al este, los 

sectores Vil y V de suelo urbaniza ble programado y toda una amplia ::ona de suelo urbcmo 

industrial; can un cuadriláte.ro de suelo urbano al sur, c¡ue es el cementerio. Y si se obsf:!rva 

el plano de calificación, se la califica de dotación pública al asignársele el mmu:ro 16 (entre 

la 8 y la 13); aunque en dicho plano sólo se indica que es znna do1acional, hay que señalar 

que se tralu toda ella de 11 zona doracional- zona verde-parques " (salvo el cuadrilátero de 

cementerio que es dotacional con dicho destino), y ello según es de ver en los planos de 

clasificación y calificación nª 23 a 3 2, que aunque el Ayimlamiento se ha abstenido de 

remitir pese a solicirársele en Ja providencia de 12 de marzo de 2015, pueden ser 

consultados en la página web Jtd Colegio Je Arquitectos Técnicos de Ciudud Real 

(http:llwww.coaatcr.es/inde:x.phplmnuplaneamiento). En fin, la parte su1·oeste de esta zona 

de suelo urbanizable no programado-do/acional zona verde-parque, la que se encuenrra 

jllsto al oeste del cemer1terio, se desgajó y convinió en residencial en 2009 (Proyecto de 

reparcelaci6n del ámbito de a~tuación del pr(Jgrama de actuación urbuni:wdora ''Poblado 

3'J. 

Pues bien, hechas estas observaciones que cumo se verá resultan relevan/es, díremoy 

que la esencia de la doctrina del Tribzinal Supremo no .consista en discriminar 

mecánicamen/e entre suelos urbanos y urbanizables ~·ectorizados, donde sería de ap&ación 

la figura, y suelos no urbanizablcs o urbanizables no sectorizados, donde no lo sería. La 

esencia de /a doctrina del Tribunal Supremo ':onsisle en disr.:riminar los casw; en que la 

dotación o sistema general a oblener por expropiacíón es lo que impide que el intere.l'ado 

materialice fac!J.ltades urbanfrlicas, da los casos en fos que la dotacilm o sistema general no 
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es eso lo que lo impide la realización de facultades tirbanLr;ticas, porque las mismas no se 

rendrían tampoco aún de no existir aquéfla. 

Pues bien, el caso de autos resulta indudablemente peculiar, pues las fincas del actor 

se encuentran, es cierto, en un suelo urbaniwble nu programado; pno Si! da la 

circunstancia de que el ámbito de ese suelo urbanizabfo no programado coincide 

Íntegramente con el ámbito de la dotación pública (parque) a obl1tner por expropiación, la 

cual se encuentra encajada en un entorno totalmente urbano (examínense los planos de{ 

PGOU antes señalados). Dicho de otro modo: la previsión de la dotación sí r::s la que limita 

las facultades edificatorias del propietario, pues es ella y sólo ella la que ha determinado 

que el suelo se clasifique como no programado, como una isla de tal suelo coincidente 

íntegramente con el parque a realizar en un entorno plenamente urbanizado y urbanizabh~ 

programado; de modo que todo se urbaniza y todo se programa menos la doíación misma, 

que se dice se expropiará pero no se expropia, y así índejinidamente, míenrrus el t:morno no 

afecJado por Ja dotación se urbaniza; hasta el punto de que incluso una part.z del suelo 

previsto para la do/ación se desgaja y se convierte en residem:ial (Proyecto di! 

reparcelación del ómbito de actuación del programa de acruacíón urbanizadora ''Poblado 

3''). 

Esta situación no tiene nada q1.1e ver con los casos a los que se refiere el Tribunal 

Supremo para excluir la expropiación por ministerio de la ley, en los que la dotación 

púb!iCQ viene a dist.!fiarse en un enlomo de suelo no urbaniwble, de modo que el propietario 

tampoco tendría facultades edificatorim aunque no se hubiera previsJo /a do/ación. En el 

caso de mitos se deja una verdadera isla de suelo urbanizable no programado en zm ~ntorno 

urbanizado, ísla que coincide con el contorno de la dotación de porque prevista, que va a 

servir de verdadera dotación pública al servicio de w/ entorno, y que se prevé expropiar 

pero no se expropia, dejando a esos propietarios en situación de evidente discriminación 

respecto de los de las zonas inmediatas colindantes. 

En este punto resulta sumamente relevante traer o colación lo que hemos declarado 

en cuanto a esto zona de Puertollano en la sentencia dicrada en el recurso contencioso-
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admlnistrartvo 5512009 (mismas parles demandadas), que! se refería a una parcela 

wlindanle cori la de autos, en la que se c011cedió la expmpiación por mmistcrw de la ley 

por la falta de oposición municipal, como ya vimos. Para na abrumar cun una ci/CI 

excesivamenre larga de aquélla sentencia. resumiremos la esencia de la misma de la 

siguiente forma: 

- Las parcelas afectadas se insertan en una zona de suelo clasificado y ca/ijicado 

como "Suelo urbanizoble no programado, u .rnelo urbt.mizable según la actual TRLOTA U, 

y, y calificadu de zona verde o esracios libres de sistema genaal ". El s;s1ema general da 

zona verde "no esrá incluido en ninguna unidad de actuación al objeto de su adquisición". 

- Es induduble que el Tribunal Supremo ha señalado que puede haber zonas verdes 

municipales que no contribuyen a crear ciudad, sinv que precisamente se preservan del 

crecimiento urbano, y que por !anta no svn equipurables a los parques urbanos y pueden 

estar legítimamente en suelo no urbanizable (así. sen/cncias de 3 de febrero de 2010 · 

casación 5334/2001 -, 9 de marzo de 2005 -casaciórt 473912001 ·, 21 mayo 2008 -casación 

8915/2004 ·, 21 de septiembre de 20JJ -casación 425812008 -, 7 de diciembre de 20JJ • 

casación 32312008 -. o J 8 de diciembre de 2012 -casación 870120 l O· en e!.·ta úlíima se dice: 

"Como decimos, nos encontramos cmte ternmos calijicudas como parque forestal que deben 

ser protegidos como reserva natural y que, de conformidad cun la normativa que se uplica, 

nu cabe equipararlos con Jos parque.~ urbanos públicos que crean ciudad, precisamenre por 

la diferente .finalidad que ostentan frente a éstos, cual es nn la colaboracion en la 

articulación urbana de la metróroli sino la preservaciú11 de Ja müma del proceso 

urbanizador, precisamente par la especial protección que le dispensa el ordenamiento 

jurídico en orden a la conservació11 de los valores úis:nvs de tul proJecciún al servicio úe lct 

metrópoli ". 

Ahoru bien, rm el caso de los parques urbanos públicos, por el contrarios, nos 

halíamvs ante sistemas generales o dutacion.es que nu ya es que l:Onlribiryan a aear cilidad, 

sino que son e/Jo.f mismos ciudad y purre de ella. 
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En d<:finitiva, el '"l'ribunal Supremo distingue (seguimos ahora la ~·enlcncir; de J de 

febrero de 2010) lo que el Plan pr11vea como " el sistema general ... de espacios libres 

destinados a pL1rques públicos y zonas verdes "( arl. 19.b del Reglanwnto de Pft.meamiento, 

Real DecreJo 2 l 59/l 978, de 23 d~ junio), del caso que lo que se prevea sea "medidas para 

la protección del medio amhiente, conservación de la naturaleza y defensa del paisaje, 

elementos naturales y conjunros urbanos e histórico- artísticos 11 (art_ 19. d). En el primer 

caso el Tribunal Supremo señala qui!- es ohligado concluir c¡uc tienen la considaación d!! 

sistema general que crea ciudad y por tanto debe1i lenér la consideración de suelo 

urbanizablc prtJgramado,· miemms que en el segundo caso los suelos deben ser 

considerados como suelo no urbanizahlc, pues preci:i'amente tienden " ser preservados por 

sus valores propiamente rústicos. 

- El caso de autos es de los del primer tipo, por !as tres razones siguientes: a) El 

terreno se clasificó de "urbanizable '', aunque aún no estuviera programado. Difícil es 

pen.mr que si se pretendtm establecer "medidas para la protección del medio ambiente, 

conservación de la n(.J/uruleza y defenfü del paisaje" se clasifique un espacio como 

urbaniwbk b) Adem'L~, se calificó Je "zona verde o e,\pacio libre Je sistema general"; y el 

caso del art. 19. b del Reglamento de Planeamiento, que? el Tribunal Supremo pune c:omv 

ejemplo de sistema general que crea ciudad frente a las medías de protección natural. se 

define precisamente como "sistema general de espacios libres destinados a parques públicos 

y zonas verdes". Luego estamus exactamente en este caso. c) El exam.:Jn de los planos aéreos 

mueslra claramenJe que en la zona se qui~re instalar un parque urbano, propósito bien 

legítimo y encomiable, pero que debe considerarse infraeslructura, sistema y dotación 

propiamente urbano. 

QUINTO.- Pu.es bien, lo que todo lo anterior pone Je manifiesto es que el 

Ayuntamiento de Puerto/lana ha previsto realizar wi parque urbano en zm entorno urbano y 

a obtener por expropiación, caso típico en el que el Tribunal Supremo viene reconocícndo 

que el prupierario debl! poder instar la expropiación forzosa y no quedar indefinidamente 

• sujeto a estu situación. Que el Ayuntamiento lo haya clasificado de suelo urbanizable no 

programudo no es cosa que debu impedir el ejercicio de esta vía de actuación, pues no es 
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esta clasificación sino el destino dvtacional (topográficamente equivalenll!) 21 que; 

singulariza el suelo respecto del entorno. Ya dij'imos en la sentencia dictCJda lm awos 

42412011 ED.1 2015127955 que "La razún de ser del ar!. 69 TRLS 1976, como ha W!ñalado 

el Tribunal Sup1emo reiteradamente, es dar salida a la situación del propietario de w1 suelo 

qw:, de no ser por la previsión del sistema general, tendría facullades edificatorias; por eso 

se aplic:a u suelo urbano y Ul'banizabfe sectorizado, como vimos, porque sólo allí el 

propietario tendría las facultades de no si:r pur el sistema general Así, la necesidad de que 

se haya dictado el instrumento urbanístico de desarrollo del suelo viene ligada a es/a 

circunslancia; pero carece de senrido igualar la necesidad de esos instrumentos de 

planeamiento precisos para lrJ adquisición de las facultades edijicaforias en una 

determinada zona (el POM en nues1ro caso) con las previsiones que el Ayuntamiento pueda 

tener a sus efectos respecto de la ejecución de los sis/t!mas generales, cosa que no afecta u 

la efecliva adquisición de las facultades edificatorias por el respecto de propietarios dd 

entorno, no afectados por el si'stema general, y que además no hace sino, precisamente, 

dilatar, porque así lo quiere el AyzmtamienfO, la situación de indefmiciún jurídica y 

económica del propietario de los suelos. l'or lanío. las previ~·ivnes que el Ayuntúmienio 

pueda tener respecto de cuándo pi1msa cicometer la ejecudón de los sislumas generales no 

es algo que de ningún modo pueda impedir ni "ondicionar el instituto de la expropiaciún por 

mir1islerio de la ley, siempre que el sistema general .re enclave en un suelo urbano o 

urbanizable sector izado, y lo contrario sería tanto como eliminar csle instituto "I arhiirio del 

Ayun1amiento o dilatar id plazo de cuatro atlos el tiempo que se desease. Dicho 

sintéticamente: supone un obstáculo a la exprupiacilm por ministerio de la ley la ausencio 

de instrumenJos municipales que provoque que el suelo no habría adquirido aún potestades 

edificatorias incluso aunque no exisliera en sistema general; pero no, evidentemente, los 

ins1r11menros o decisiones cuya aimmcia lo único lJlW Ji/ara c:s la c:jcc11ción Je/ s;s1enw 

general mismo, pero no la adquisición por el suelo de la zona dd carácter de 1:dij/c.:able, 

condición que tiene por definición el suelo urbani::able consolidado a no ser que sobre JI se 

prevea el sistema general ". 

En el ca.rn de autos el Ayunramien10 recurre a la figura del suelo urbanizable no 

programado, ajustándola topogr~/icamente, fustamenle, a la do/ación prev~1a, para así 
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pretender gozar de una discre<:ionalidad temporal al a hora de decidir cuándo acomeler la 

ejecución de la dotación. Pero obviameme este wbre.rfagio no debe ser admirido como vía 

para eludir la expropiación por minisreriu de lu ley. 

SEXTO.- Volviendo al arl. 127 de la LOTA U (Dec.:re/o LeKislalivo 112004. de 28 de 

diciembre). y a su indicacion de quo los siswmas gerrnrules que han de ser expropiados estén 

incluidos o estén adscritos a un sector o unidad de acruacíón, a lv qurt ya aludimos 

ampliamente más arriba, cabe s"ñalar que en nuestro cuso los ferre nos de los que es litul1Jr 

el recurren/e se encuentran incluidos en suelo urbanizable no proKramado encajado en 

zonas de suelo urhano, dándose la circunstancia, propia por otra parte de esta clase de 

suelo, de que el planeamiento general no prevé sectores ni unidades de actum:ián, ¡mes, 

como es sabido, los sectores en el suelo no programado habrían de ser de/imitudos por el 

Programa de Actuación Urbanística, y la.r unidades de actuacüín por el Plan Parcial que lo 

desarrolle. Como dice el art. 16.1 de la Le.y del Sudo (texto refundido de 1976), " La 

orderwci(m y urbanización de terri.?nos clasificados corno suelo urbanizable no programado 

se efectuará, de conformidad con el Plan General Municipal respeclivo ml!.diu.nte Programa 

de Actuación Urbanística para la realización de unidades urbanísticas integradas". 

Se consideran unidades urhaníslicas integradas, de acuerdo con el url. 71.2 del Real 

Decre/o 2 J 59119 78, de 23 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de P/aneamie1110 

par1.1 el desarrollo y aplicación de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, " 

aquellas actuaciones que tengan resueltas, en adecuada Cffrrespondenciu con la cslrucfuru 

general y orgánica prevista en el l'lan General, la dorac:ión de servicios y equipamienfo 

suficientes para garantizar la satisfacción de las demandas propias de Ja pohlación o de las 

actividades que en el ámbito de la actuación hayan de ubicarst:, y /cu obras de 

infraestructura necesarias para garantizar Ja insc.?rción de las mismas en Ja ordenación 

general e~¡ el momento de su puest1J en servicio 11
• El conceptu de unidades urb1.1nístirns 

imegradas presupone que en la par(e del suelo urbanizable a que el PA U se refiera se va a 

transformar el suelo mediante la creCJción de Ju~· servicios y equipamientos nel:esarius para 

que pueda llevarse a cabo la actuación residencial y/o industrial o de .servicios que se 

preveu realizar mediante el Programa. En nuestro cuso, sin embargo, en el sudo 
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w·banizab!c no programado de autos no se prevé realizar actividad alguna dr: tipo 

residencial, indusrrial de servicios. Lo que se pnmmdv es Ja construcr.:ión de una zona verde 

dotacional, parque urbano, que habrá de llevarse a cabo pur el Ayuntamíenlo. quedando 

por ranto excluida /a iniciativa privada, cuyo único papel consistiría en esperar a que la 

Administración les e;cpropie sus terrenos para la ejecu!ar dicha zona verde. A 1 no preverse 

por el planeamiento general ningún uso lucrativo del suelo 11rbanizable nu programado, 

pues coincide topográficamente ese suelo con la dotación misma, el Programa que en su día 

se apruebe no contemplará sector alguno en el que puedan incluir~e los aprovechamíenlos 

w·banúticos de los propietarios de suelo destinado a la dotación que en dicho suelo ha de 

ejecutarse por la 3·encilla razón de qu~ todo el ámbíto territorial del suelo clasificado como 

urbanizable no programado tiene esa calificación, es decir, todo ese suelo se destinará, 

según el Plan Gerzeral, a la instalación de la zona verde, sin que existan. por ta>1to. terrenos 

cdiflcables a los quf1 pudiera ad1·cribirse el mencionado sistemt.J general Ello implica que 

;;w; titulares no tiemm otra alternativa, apcirle de instar la ~'.>:propiación por minh·ten'o de! la 

Ley, que e~perar indefinidt.Jmente a que el Ayuntamienw les expropie sus terrenos, pues 

f(Jmpoco ticme sentido qu.e promuevan los instrumentos de planea1nienw para la 

programación del suelo al no tener un aprovechamiento lucrativo. Lo que supone qiie si nu 

se ac11pJa la expropiación por ministerio de la ley la alternativa sea la espera duran/e tus 

años que el AyuntamienJo Jrnga por conveniente, mientras Iodo el l'nlorno es urbano y 

lucrativo, con Jos consiguientes perjuicios que a su derecho de propiedad dicha siluaciún 

cumporla, siendo el más evidente que, dado el destino del suelo, es más que prohnble que 

nadie esré interesado en la compra de ~sus terrenos, que d1?.berán quedar por tanto m manos 

de sus actuales propietarios has/a que la Administración decida, si es que lo hace, ejecutar 

Ja do/ación. 

En consecuencia, los propietarios de terrenos incluidos en ese suelo no tienen 

posibilidiJd de que su~· terrenos ~·e,m incluidos en sector alguno a los efectos de la obtención 

del sistema general previsto por el planeamiento, pues ninguna uctuación de transformación 

del suelo de uso lucrativo puede realizarse en los mismos, según resulta del planeamiento de 

aplicación, que, como hemos señalado, solo prevé en dicho suelo la posibilidad de construir 

la zona verde, sin que, por tanto, puedan incluirse en sectores o unidades de acruadún En 
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otras paf abras, fil fllluro d{! rns twrenos depenc/{!ria ~rc!u.rivum(ln/l! de /u iniciativa de la 

Administración, que hasta el mumemo ha demosrrado no tener d mds mínimo i11t.:rese.1· rn 

desarro!Jar las previsiones dd Plan General. 

Por 01ra paria. ha de 1rmase en cuenta que, como dice la parte aclara. y rclomc1mos 

el alegato ml!ncionado al lnicio del fandamenlo cuarto. la situación es peculiar desde la 

11ntrada en vigor del Real Decreto-ley 511996, de 7 dejuniu, de medidas liberalizadoras en 

materia de suelo y de Colegios Proftsionales, y posteriormeme por la Ley 711997, de 14 de 

abril, posleriormenle Ley 71199 7, de 14 de abril, cuyo ar/. 1.1 y 2 disponía qui: " Queda 

suprimida Ja distinción entre suelo urhanizahle programado y no programado esrahlecida 

en el Real Decreto Legislalivo 111 CJ92, de 26 de junio, refundiéndose ambn.r clases de suelo. 

denominándose suelo urbanizable "y que "Constituirán el suelo wbanizable los terrenos a 

los que el planeamiento general declare adecuados para ser wb,mizados ". J:.'n esi: mismo 

sentido, el ar/. JO de la /,ey 611998, de 13 de abril, de régimen del suelo y valoraciones, 

disponía que "¡;;¡suelo que, a los efectos dr: esta Ley, 110 tenga la c.:ondici(m de urbano o de 

no urbanizab/e, tendrá la considaución de suelo urbanizable, y podrá ser objeto Je 

transformación en los términos establr:!cidos en la legislación urbanística y el planeamiento 

aplicah/e ". En consecuencia, la diferencia no reside ya en que el suelo urhanizab/I! esté 

programado o no (diferencia que, como hemos vl'!IO, fue ~i1primidu e11 1996), sino en que r:l 

suelo urh,mizable eslé delimitado o no por el planeamiento general, pero los terrenos a que 

se refieren los autos no están incluidos en ninJIÚn polígono o unidad di! CJctuación ni pueden 

estarlo pese a estar clasificudos como suelo urbanizuble porque e.1·tán destinados en su 

integridad a la construcción de 11na zona verde, ello no obsla, sino que debe pennilir, qu1.1 

los interesados puedan instar a Ja Administración la expropiación por ministerio de la Ley, 

pues, duda\' las especiales circunstancias del suelo clasificada como urb'1ni::able no 

programado del municipio de Pt1er101/ano, donde al no conlemplarse por el planeamienro 

aprovechamienJo lucralivo alguno y depender la ac1uación a realiwr exclusivamente de la 

Administración. la exclusión de dicha modalidad de inicio del expedienle expropialorio 

situaría a los propielarios en una situCJcián intolerable de limitación de rn derecho de 

propiedad mientras que la Adminisiración no decida ejecutar la dotación pública previs1a 
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por el pluneamienlo general; situación que puede permanecer indefinidamenle de no darse 

este remedía . 

I'or ello, ante la pasividad del Ayuntamiento, y dado que tal como está dist!iiado el 

SUNP por el Plan Genera{ de Puerrotrcmo no es viable la delimilación de sectores ni 

unidades de actuación con aprovechamiento lucrativo en dicha clase de suelo, pur:s ningún 

aprovechamiento lucrativo prevé el Plan Gimerul para dicha clase de suelo al c:star por 

completo destinado a wnü verde, sin que, pur tan/u, sea posible la equidistrihuci(m de 

beneficíos y cargas, nos encontramos ante un supuesto especial en que el sector vendría a 

coinddir con el ámbito territorial del SUNP, por lo que entendemos que, dadas las 

circunstancias concurrenJes, sería de aplicación el insJit1110 di: la expropiación por 

minfatcrio de la L1,y cuma únirn salída a la situación en que actualmente se encuentran los 

propietarios de terrenos así calificados por el planeamiento. 

Como consecuencia de lo razonado, la controversia que ahora nos ocupa se silúa c:n 

el mismo p1mto en el que se iniciaba la problemática de la sentencia númi:ro 7:'i7 /2lll:\ (para 

fincas colindantes) que fijnbu el justiprecio después de usumir que procedía la explot1ción 

por ministerio de ley aplicaba la ley 6/l 998, como ya lo hacía como en aquel caso, el .Jurado 

Regional, considerando al suelo no como urban.izablc no programado sino como urbanizubk: 

programado. Reproducimos parte de sus razonamientos que, insistimos, se refieren a 

parcelas colindantes, tamhién encuadradas en la zona verde o espacios libres de sistema 

general en el que se inlegran las parcelas a )as que se refiere el expediente de fijación de 

justiprecio <'l1ora examinado. 

SEGUNDO. - Dicho lo anterior, Jenemos que lm; parcelas del recurr.:nte forma11 

parte de un suelo clasificado y calificado de la ~·i;.;wiente forma (folio 126 del expedíenre 

administralivo): " Su.e/o urbanizabfo no programado, o suela urbanizable según la uctuaf 

TRL01'A U, y, y calificado de zona verde o espacios libres de sis lema gf!neral 11
• El sütema 

general de zona verde " nu está incluido en ninguna unidad de actuación al objeto de ~·u 

adquisición". 
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El Jurado Regional de V11/oraciones parre de q11e el suelo es urbamzablc no 

programado, de modo QUt' aplica el arí. 27.2 de la Ley 611998, de 13 de abril, de Ré¡;imen 

dd suelo y valoraciones EJJL J 9!)$143304, q:ra establece su valoracíon crmw si se tratase de 

suelo no urbaniwble. No conociendo tesli~os de comparación, el Jurado pasa d la 

valoración por capitalización de renras agrariM, concluyendo wi valor ele O, 4966 Eur.lm2 

que, al estar la finca próxima al ca~co urbanu, eleva has/a 0,9932 Eur.lm2; nu ubstanle, al 

haber ofrecido el Ayuntamiento 6 l~'ur.lm2, toma este valor sobre la base del principio de 

congruencia. 

El reczm·ente, sin embargo, entiende que el suelo ha de valurarse como urhanizahle 

programado, de acuerdo con la jurisprudencia que dice que las dolt:lciones y los sislemas 

generales municipales deben valorarse de esa form(I, rechazando las clasificaciones 

formales artificiosas que dejan al interesado fuera dd reparto de beneficios y cargas del 

planeamiento, Cita furisprudimcia según la cual los sistemas generales m11nicipales 

contienen por s[ mismos la propia programación del sucio y como tal ha de valorar éste. 

1ERCE."RO.- Es conocida la abundame doctrina. del Tribunal Supremo relativa a la 

valoración de los /errerw~· destinados a sisfrmas ~enerales que "crean ciudad" en relación 

con obras de naturaleza suprmmmicipal, esto es, eslatal o aulonómica, y qiie incluso ha 

dado lugar a la con/emplación de este lipa de casos en la legislaciún vigenle (ar! 25 Ley 

611998, en redacción dada por la Ley 5312002 EDL 2002154614). 

Ahora bien, el caso de los terrenos destinados a si.~rc1mas generales eslriclamenle 

municipales en principio resulta notablemente más simple, pues, también en principio, 

podría darse por siipi1esfo que la finalidad de creación de ciudad va de suyo, :dn necesidad 

de las complejas indagaciones que son precisas cuando se /rala de una obra supramiinicipal 

que en principio no hay motívn para presumir que cree ciudad El Tribunal Supremo ha 

venido haciendo en muchas ocasiones es/a inferencia sin mayores indagaciones; por 

ejemplo, en la senrencia de 6 julio 2002 (casación 232611998), reiariva a una expropiación 

municipal para un sistemr; ~eneral viario señala: " Al cuso enjuiciado es aplicable la 

doctrina jurisprudencial, recogida, enlre otras, en Sentencias de es/a Sala Je! Tribunal 
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' Supremo de 3 l de diciembre de 1994, 14 de enero) y 11 de julio de 1998, 17 de abril, 1, J y 

29 de mayo de 1999, l y 16 de abril de 201)0, JO dE Jabraro dt! 2001, 19 de enl.'>'O y 25 do 

mayo dt: 2002, según lu c.:uul lu vuluradón del suelo destinado u si.m:mas generales, cua1Ulo 

rzo deba ser considerado como urbano por no reunir los requisilos legales para ello, dehe 

efectuarse como si de suelo iirbanizable programado se Ira/ase por !)"Cr estu la natura/eta 

q11e le asigna la actuación urbanís1icu prevista en el planeamiento, y, pur consiguiente, r:n 

contra del parecer del recurren/e, el suelo q1w le ha sido expropiado para la ejec1ición de la 

red arterial de Jaén debe valorarse como urba11ízable progrumado y no como iirbano, dado 

que no reúne los requisitos para ser tenido cvmo tal suelo urbano". 

Ahora bien, en una serie posterior de sentencias el Tribunal Supremo nos ha 

enseflado que incluso en actuaciomJ municipales es posible encontrur s¡,¡puestos en los que 

1Jn sistemu general no contl'ibuya a crear ciudad. sin perjuicio de que p1Jedt1 en cierto 

sentido servirla, y lo ha hecho en relación, precisamente, con supue8tos que hipotéticumente 

pu.dieran Jener cierta afinidad con el de autos (al menos si se atiende a Jas uiegaciones de la 

Junta de Comunidades de Caslillu-La Mancha), esto es, su¡meslos de medidas de 

preservación del entomu natural que, más que crear ciudad, precisamente preservun y 

prolegen zom1s respecto de la creación de ciudad; así, por ejemplo, y omitimos las qwe no se 

refieran a sistemas estrictamente municipales, senlencias de 3 de febrero de 201 O (cusación 

533412001), 9 de mar;:o de 2005 (casación 473912001), 21 muyo 2008 (casación 

891511004), todas ellas relativas al Proyecto Valle de Clamores en Segovíu, o de 21 de 

septiembre de 2011 (casación 425812008), referente ai plan de proJección de la Torre de 

Hércules en La Coruña. 

Pues bien, en es/as sentencias el Tribunal Supremo se ha encargado de deslindar du:i: 

ccmn bien djferentes; citamos la sentencia de 3 de febrero de 2010: 

" ... para alcanzar la solución correcta es preciso referirse al concepto que las normos 

urbanísticas nos ofrecen de la expresión sistemas generales, y para ello se hace preciso 

acudir al Reglamenlo de Planeamienro, Real Decreto 215911978, de 23 de juniu EDL 

197812744, que, al estahlecer en el art. 19 las determinaciones de carácter general que 
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deberán conle11er los Planes Grnerales de Ordenación Urbana, dispone en concreto en el 

apartado b) que contendrán la: "&rructura general y orgánica dal tcmitorio, inwgrada por 

los elementos dererminanre~· del desarrollo urbano y, en particular, por el s1stenw general 

de comunicación y sus zonas de protec:cíón; el de espacios libres destinadn.1· a parqui:s 

públicos y zonas verdes en proporción no inferior a cinco metros cuadrados por habitante, y 

el de equipamiento comuniforio y parc1 cen/Yo.s públicos" y en el d) las •imedidas para la 

protección del medio ambiente, conservación de la naturaleza y defensa del paisaje, 

elemenJos nalurules y conjuntos urbanos e histórico-artÍ.slicos, de conformidad, en su caso, 

con fa legislación específica que St!a de aplicación en cada supuesto'', expresión que 

completa el art. 25 del mismo texto normativo al definír "íos elernenlosfundamentales de la 

estructura general y orgánica di:: la ordenación del territorio que establecC!ril el Plan 

General teniendo en cuenta el modelo de desarrollo urbano adoptado" y entre los q1w se 

concretan en el apartado c) "el sistema general de espacios libres constituido por: Porques 

urbanos públicos en proporción no inferior a cinco metros cuadrados de suelo por cada 

habitante, en relación al total de población prevista en el Plan En estos parquc.s· sólo se 

admitirán aquellos usos compatibles con su carácter que no supongon restricción del uso 

públü.:o. - 1freas públicas destinadas al ocio cultural o recreativo, como parques depm·tivos, 

zuológicos, ferias y otras instalaciones análogas". 

Así pues, el Tribunal Supremo distingue que se prevea en el Plan " el sistema 

genua/...de espacios libres destinados a parques públicos y zonas verdes" (art. 19 b), del 

caso que lo que se prevea sea " medidas para la prorecciún del medio amhientt!, 

cunservaciún de la rwturaleza y defensa del paisuje, elemcrJtos naturales y conjuntos 

urbanos e histórico-artísticos" (art. 19.d). 

Pues bien, hecha esta distinciún, el Tribunal Supremo señala que re.'>p1:1cto del cusa 

"sislema general de espacios libres destinados a parques públicos y zonas verdes'' " ... es 

onligado concluir que 1ienen la consideracíón de sistema gem:ral los parques urbanos 

públicos en tanto que formun parte de ese sistema general, ya que por su vocación y destino 

crean ciudad, de acuerdo con Ja expresión acutlada por esta Sala y Se<:ción en las 

Sentencias a las que a seguido haremos referencia", 
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Sin embargo, los 1errenos de.1·tinados a "medidns para ln prolecddn del medio 

ambil:ntc, conservación de la naturaleza y defensa del paisaje, clcm(jnfos naturales y 

conjunJos t11'banos e hisJórico~artisticos" deben ser valorados como suelo no urbanizahle, 

pues precisameJlle lienden a ser preservados por sus valores prupiamenle rúsficos, y ello, 

~ como puede leerse al final del FJ 3° de la misma sentencia, incluso m1m¡w' se prevea un 

cierto grado de intervencirh1 sobre el suelo. 

Dicho de otro mudo: en el caso de Jos .sistemas generales supramunicipales la regla 

es que no crean ciudad, y es el interesado el que ha du demoslrar cumplidamente que sí lo 

hacen, por excepción {pues en principio no es competencia de las administraciones 

supramunicipo/~s la creación de ciudad); en el caso de los sistemas municipales la regla y 

la excepción son Jas contrarias, y por eso el Tribunal Supremo se encarga de explicar y 

razonar minuciosamente porqué motivo hay qui! en.tender que en algunos casos no crean 

ciudad pe:.e a ser municipales. 

CUARTO.- Pues bien, con los anteriores presupuestos podemos ya encarar el cuso 

de autos. 

Como avanzamos más arriba, la Junla de Comunidades de Castilla-La Mancha pone 

de manifiesto que la zona en definitiva se quiere preservar como un espacio sin edificar 

entre el suelo urbano y la refinería de petróleo de REPSOL, pues en d~_finitiva se trata de 

una zona de nula demanda edificatoria, precisamente por la proximidad de la rejintJría. La 

Administración invita a que se compruebe la situación sohre fa base de las orto/oros del 

SIGI'AC 

Aunque no dota a esta exposición de un desarrollo jurídico concreto, fuera de la 

simple exposición fáctica, podemos plamear si lo que se quiere decir es que el caso debe 

tratar.fe del modo que el Tribunal Supremo lrató los que hemos vis(o en el anterior 

fundamento cuando se enfrentó a planes de protección de espacios na1urale.1· próximos a 

zonas urbanas (Valle de Clamores e~J Segovia, Torre de Hércules en [.a Coruña) y no 

propiwnenle a zonas verdes constitutivas de parques públicos urbanos. 
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Pues bien, hemos de respondr!r que no resulta posible llegar a tal concl11sió11, p()I' las 

,,·iguicntes ruzunt:s: 

a) Ante todo, es jundamenra/ recordar que el tare no ~e clasificó de 11urbanizable", 

aw1que uún nv estuviera programado. Dificil es pensar que si se pretenden estab/!.:,-er 

"medidas parn la protección del medio ambiente, conservación de la natw•afo:!a y defenw 

del paisaje" sa cla;if¡que un espacio como urbanizuble. 

b) Además, se calificó de "zona verde o espacio libre de si.>tema general"; y el caso 

del ar/. 19.b del Reglamenlo de Planeamiento, que el Tribunal Supremo pone como ejemplo 

de sistema general que crea ciudad frente a las medias de protección natural, ~·e define 

precisamenie como "sistema general de espacios libres destinados a parques públicos y 

zonas verdes''. Luego estamos exactamente en este caso. 

e) En fin, si se acude a las orto/otos del SJGPAC que ciw la Juntu 

(http://sigpac.mapa.eslfegalvisor/), se compruebu cómo un,1 de las parcl!/as expropiadas, la 

situada al norte, está a 100 m de suelo urbuno residencial cvnsolidado que se enL'?U!nlm al 

es.te de las parcelas, y la otra (.w>n colindantes), además de estar a uno.~ 250 m de ¡;se mismo 

suelo, esrá también a 250 m de un polígono indusrrial que se encuentra al sur, justumente en 

esa zona supuestamente vacía enb·e Puerto/fano y la refinería. De modo que no se termina 

de ver otra casa que no sea el hecho de que en esa zona se quiere instalar un parque urbano, 

propósito bien legítimo y ericomiable, pero que debe considerarse infraesrructura, sistema y 

dotación propiamente urbano y nmnicipa/ que debe ser valorado como suelo urbanízable 

programado, porque no es ya que conlrihuya a crear ciudad, sino que él mismo será ciudad 

en el momento en que se establezca. 

En dttfiniJiva pues, procede la valoración como suelo urbanizable prol!,rammlo ... 

Finalmente, para completar lo expuesto y los hechos considerados probados respecto 

a lo prctcn<lillo t.":n la zona por el ayuntamiento, reproducimos igualmente los razun:unii;:ntos 

de la sentencia del Tribunal Supremo de fecha 13/0712015 (recurso 399412013) que di.:claró 

no haber lugar al recurso de casación interpuesto frente a la scntenci~ número 757/2013: 
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PRIMERO.· Es objelo de impugnación en el presente r4!rnrso de casación, la 

.\·entencia dictado por la Sección Segunda de la Sala di! lo Contencioso Administrativo del 

Tribunul Superior di: Justic:ia de Casrilla-J.a Manc:ha. el 24 de octubre de 2013. en el 

recurso contencioso administraJivo nº 5512009, inf erpuesto por la parle ahora recun·ida, 

don Remigio, comra acuerdo del Jurado Regional de Va/oraciones, de 25 de noviemhr4! de 

2. 008, sobre jusTiprecio de dos fincas silas en Puerlollano y expropiadas por ministerio d~ la 

Ley. 

Se traía de dos fincas clasificadas como suelo urbunizable 110 prog ramado, co11 la 

calificación de "zona verde o espacio libre de sistema general'', que la resolución del Jurado 

impugnada valoró como sudo no urbanizable, apreciando expectativas urbanísJicas por su 

proximidad al casco urbano. 

La sentencia recurrida, con estimación del recurso conr1111civso administrativo, 

valora las fincas como suelo urbaniznble en aplicación de la doctrina jurisprudencial de 

sistemas genera/e~· que crean ciudad; doctrina que contempla Ja p osibilidad di! valorar el 

suelo no urbanizahle y el urbanizahle no programado como urhariizable, en aplicación del 

principio de equidistribución de beneficios y cargczs. 

La razón del Tribunal de instancia para valorar el sw:/o como urbw1izable se 

exterioriza en los fundamentos de derecho tercero y cuarto del siguiente tenor: .. . 

SEGUNDO.· En el motivo primero esgrimido p or el Ayuntamiento de Puerto/fano, 

formulado al amparo del articulo 88. J. d) de Ja Ley Jurisdiccional, se uduct· la infracción 

por Ja sentencia recurrida de los artículos 14, 25, 26 y 27.2 de Ja Ley 611998, de 13 de abril, 

de Régimen del Suelo y Valoraciones. 

El argumento del motivo no es otro que sostener la inaplicación de la doclrina 

jurisprudencia! de sis temas generales que creun ciudad cuando los terrenos objeto de 

expropiación no están adscrito.}· a ningún seclor o unidad de actuaciún. 

J:.I motivo debe desestimarse. 
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Precisamente la no adscripción de los rerrenos expropiado~· a ningún sec/Or o unidad 

de actuación y su asignación a la e~·tructura general de ordenación urhunística del 

municipio,justijica Ja doclrínajurisprndencial aplicada por la Sala de insJancia. 

No pudiéndose hacer a costa del sacrificio singularizado de unos propietarios la 

Implantación de un servicio a favor Je todos lo.s ciudadanos, en definitiva, a favor de la 

ciudad. en cuanto elln supnndría una vulnerucir'm del principio de. equidistrihución de 

beneficios y cargas, la Jurisprudencia, como excepción a Ja regía general Je que los 

terrenos deben valorarse conforme o su clasificación urbanística, permite valorar suelos no 

urbanizables o urbanizables no programados como urhanizables1 en Jos supuestos en que, 

como ncurre en el caso enjuiciado, ese principio de equidistribución no puede alcanzar.,·e 

por fa no adscripción de los terrenos ufi•crados a una unidad de actuación. 

TERCERO.- Por el segundo motivo denuncia el Ayunramiento de Puertollano, por la 

vía del artículo 88. l.d) de la Ley .Jurisdiccional, la vulneración de los mismos preceptos que 

refiere comn infringidos en el motivo primero, ahora con la argumentación relativa de que 

con la actuación e.xpropiatoria no se pretende la cons1rucción de un parque urbano y sí la 

1 preservación deJ entorno. 

También este segundo motivo debe desestimarse. 

Lo que realmente encierra el motivo es un cuestionamíento de la conclusión 

alcanzada por la Sala de que lo que se pretende en la zona es la insta/aciún de w1 parque 

urhano. 

Se /rata de una conclu~·ión de naturaleza fáctica que Ja Sala de instancia a/canw Iras 

la valoración de la prueba practícada, CuJ'º cuestionamiento solo eJ viable en los estrechos 

márgenes en que la revisión de la prueba es admisible en casación, ,;n el concrdo .s11¡niesto 

enjuiciado, mediante la denuncia de unu valoración ilógica o arbitraria de la prueba, que ni 

se realiza en el desarroJ/o argz1mental del motivo, ni podría realizarse a la sombra de los 

preceptos que se citan como infringidos. 

QlJrNTO.- Continuando con el análísis de la problcmótíca, retomamos lo ya dicho 

respecto a que, precisado lo anterior, podemos enlazar, en lo que .se refiere a las reglas de 
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valoración en aplicación de la ley 6/ 1998, con lo rnzonado en la sentenci::.L numero 

75712013 y en la sent1::ncia del Tribuni.ll Supremo de fecha 13/07/2015 que dcdaró no haber 

lugar al recurso de casación interpuesto frente a ella . Entendemos que razom:s de igualdad, 

coherencia y seguridad jurídica impone seguir el mismo método que el utilizado en esa 

sentencia, aplicando, lógicamcme, los valores correspondientes a la fecha a la que debe 

entenderse referida la valoración, octubre de 2008, como indica el Jurado y i.lCcpta , en uno 

de sus pedimentos , la parte rccrnTcntc (en nplicación del artículo 127 de la LOTAU: la 

valvraeión se entenderá referida al momento de la incoación del procedimiento por 

ministerio de ley y el devengo de intereses se producirá desde la formulación por el 

interesado de hoja de aprecio"). 

Se razonaba: 

QUINTO.-.En Ja determinación del justiprecio, la parte octora presenlC1 con su 

demanda una valoración realizada por el perito Arquitecw D. que ha 

ratificado su dicJamen a presencia judicial contradictoriamente, sin que se oponga otra 

prueba de contrario ni se cuestione con una mínirna sustancia la valoración pericial 

praclicada. En cuolquier caso, el perito u1iliza para valorar un método objetivo 

imrumerables veces ratificado como correc:to por el Tribunal Supremo, y por esta misma 

Sala siguiendo al alto Jribunal, para esíe tipo de casos en que hay que valorar el suelo 

"como urhanfaable programado", y aplicado por lo~· tribunafos incluso en aus1mr.:ia de 11n 

dictamen pericia/, pues parte de valores objetivos y conocidos de VPO, aplica crilerins 

legales y sólo depende de poseer un duto aceptable sobre uprove,:hamienlo. Tal y como ha 

manifestudo constante doc1rinu jiirisprudencial ( Serliencias del Tribunal Supremo, entre 

otras muchas. de 23 de mayo de 2000 y 20 de eriero de 1998 dicho método resulta idóneo 

cuando Jos datos de partida no ofrecen la L'erteza suficiente para acudir ai mélOdo de 

valoración residual, y el Trihunal Supremo ha declarado el método aceptable incluso bajo 

la vigencia de la Ley 611998 (véase la reciente ~·entencia de 18 de enero de 2005, r.:ntre otras, 

relaliva a las expropiaciones realizadas pan1 las obras de ampliación del aeropuerto de 

,~fadrid). Por otro lado, esre método se ha aplicado habilualmente en los caso del suelo 

urbanizable o que debe ser valorado r.:omo tal, ~omo es el caso de autos (v. gr. sentenr:ius del 
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Tribunal Supremo de 24 de febrero de 2003 ( 14 de febrero de 2003, 9 de junio de 2001, 28 

de abril de 2001, 15 de nwrw de 199?. 24 de enero, 4 de abrll. 18 de mayo, 1 O de julio, 29 

de oc/ubre, 19 de noviembre, 15 y 28 de diciemhre de 1998, 1 da abril, 16, 18 y 22 do. mayo, 

1 de julio, 30 de septiembre y 6 de noviembre de 2000 y l O de febrero de 200 l. 

La sentencia del Tribunal Supremo de 14 de febrero de 2003 ofrece un condensado 

resumen de este prnce.m de valoración: 

'' ... partiendo de /os valores de metro cuadrado de! viviendas de protección oficial en 

Mis/ata en noviembre del arlo 1990, fecha en que se inicia el expediente de justiprecio, con 

arreglo a los criterios del Rwl Decreto 314811978 EDL 197813554 y. por tantn, al valor 

será el que resulte de multiplicar tal cifra por O, 15, porcentaje que la jurisprudencia viene 

estimando apJi,·able en concepto de repercursión del suelo, por 0,80 para convertir me/ros 

cuadrados construidos e11 metros cuadrados útiles, por O, 90 para aplicar el 10% de cesiones 

obligatorias y por el ap1·ovechamícnJo Je las parcelas más represenJtJlivas del entorno en 

Misia/a, incrementando la cantidad resu/Janle en el 5% de premio de afección". 

En el caso de autos, el coeficiente del 0,90 seria lamhién aplicahle hajo fa vigencia 

de Ja Ley 611998, de 13 de abril, de Régimen del Suelo y Valoraciones EDL 1998143304, 

pues su artft:u/o 14.2.c establece, en suelo urbano. !u cesión del JO% del aprovechamiento. 

En cuanto a los demás deberes de cesión meni:ionados en el citado artículo 14, es 

preciso traer a colación lo ex.puesto por el Tribunal Supremo en .rn sentencia de 5 de.febrero 

de 2003: '' l!,'n lo que se refiere a la deducción aplicada por la ~r.:mcncia, al co1¡/irmar el 

acuerdo del Jurado, como dotación para sistemas gem:rales, {a procedencia de fa mi.m1a 

solamente es exigible cuando se actúa por Polígonos o unidades de actuación, segzín 

expresamente prevé para el suelo urbano el artfr:ulo 83.3.1 ªdel Texto Refwulido Je la Ley 

del Suelo EDL 1992115748 (anolamos que este precepto se refería a Ja cesión para las 

dotaciones "al servicio del polígono o unidad de actuación correspondiente"; acf11alme111e el 

articulo 14.2.a de la Ley 611998, Je 13 de abril, de Régimen del Suelo y Valoraciones se 

refiere a las dotaciones Ji])L 199ti/433U4 "al servicio del ámbito Je desamJ!Jo" 
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correspondiente, siendo por twitu similar la regulación), por lo que esta ,)'ala Iiene 

declarado en su Sentencia de 6 de junio de J 988 que para poder exigir la cesión obligatoria 

gratuita de los terrenos viales de suelo urbanu es presupuesto imprescindible que 

previamente se haya delimitado un polígono o una unidad de acluación con los requisitos 

que exigen los artículos 117.2 y 3 de la ley del Suelo EDL 1992115748 y 36.3 del 

Reglamento de GestióH Urbanística y en el iHleriot< dd cual se puede hacer real la 

distribución justa de las beneficios y de las cargas de la ord1:1nación entre tudas los 

propietarios aft:clados tal como c.,·tahlece la legislación vigente indicada ( artículo 83. 4, 

97.2 y 117.3 de la Ley del Suelo EDL l9Y2115748 y 36.3 del Reglamenfu de Gestiún 

Urbarzíslica); tampoco resultan deducibles en este cuso las cesioni:s equivalentes a que se 

refiere el artículo 84.3.a del Texto Refundido de Ja Ley del Suelo EDL /99211574~ puesto 

q11e, como ha declarado es/a Scrh1 en su Sentencia de 5 de junio de 1991, las cesiones de 

dicho precepto aplicables en el supuesto de lerrenos urbanizables se refieren a los J·istemus 

parciales o sectoriales· esrahlecidns en el Plan Parcial-, pero no a los sislenws genttrales -

determinados en el Plun General-, pues/o que éstos operan e~1 beneficio de la comunidad 

1 municipal t:n general y no sólo al servicio de un sector determinado (. .. )En cunc/usión, si se 

considera el terreno como suelo urbano, resultaba improcedente aplicar la deducción por 

cesiones sistemas generales puesto que no se actuaba por polígonns y en el supuesto de 

suelo urbanizahle, no pueden comprender dichas cesiones a todo.~ los sistemas generales del 

término municipal puesto que el prvpiefario rw riene por qué soportar tal carga sin ningún 

genero de compensación (..)En cualquier caso la fórmula reiteradamente emplcnda por esta 

Sala para determinar el valor urbanístico Je los terrenos excluye, cuando Je sistemas 

generales se traía, la deducción de ningún concepto en base a costes de urbanización o 

cesiones para viales ya que la única cesión que procede cuando dicha fórmula objetiva se 

aplica es la del I 0% pre vista en el apartad u b del número 3 del artículo 84 del Texto 

Refundido de la Ley del Suelo EDL 19921157 48 de l Y76 ( .. )". 

No procede, tampoco, efectuar deducción odiciona! de gastos de urbanización, pues 

el Tribunal Supremo ha declarado que "Respecto a la deducción por la Sala de instancia, al 

confirmar el acuerdo del Jurado, de los costes de urbanización es evidente que la misma no 

procede conforme a la Joclrina de esta Salu que ha declaradn, entre otms muchas en 
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Sentencia de 1 de abril de 2000 (recurso núm. 310/J5J96), que el valor de repercusión Je/ 

suelo calculado en un 15% del precio de vema df! marros útiles dP viviendas do pro1acción 

oficial de acuerdo con el wtículo 2 del Decreto 314811978 incluye los c:u.;·ies de 

urbanfaación, pues como en dicha sentencia se explica, al e~·tableccr el Decreto 314811978 

que el valor de los terrenos, sumado al 1owf impune del presupuesto de obra de 

urbanización, no podrá exceder del I 5% de la cifra que resulte de multiplicar el precio de 

venta del m2de superficie útil por la superficie zítil de las viviendas y demás ediflc:w.:iones 

protegib!es, pre.rupone que é.,·ta se construye sobre un suelo urbanizado y así en el 

porcentaje de repercusión del suelo del 15% se incluyen ya los coste.\' lle urhanización; por 

ello si dichos gastos de urbanización se dedujeran del valor de repercusión del suelo el 

precio se vería reducido ttn una cifra irreal por no haberse obtenido el l!Ulor de repercusión 

mediante el empleo del método residual, sino a través de zm porcentaje tasado en el que se 

incluyen aquellos costes, de manera que en eslOs casos entendemos que el valor de 

rept:rcusión es del 15% incluido los gastos de urbanización como esta Sala ya declaró en 

sw:1 Sentencias de 29 de abril) y 3 de junio de 1999. I'or otro lado es evidente que las 

disposiciones del Decreto 314811978 de JO de noviembre se vienen usando por la 

jurisprudencia para hallar el justiprecio de suelos urhanizahles, o urbanos carentes de 

adecuada o suficiente urbanización, en los que resulta razonable, por ajustarse a la 

realidad, un vulor de repercusión del suelo del 15% l·iempre que, como prevé el artículo 2 

del Decreto 314811978 se incluyan los gas1os Je urbanización, pues en el caso de j·uelos con 

Zlna trama urbana plenamente consolidada en que no sea preciso acometer obras de 

urbunización de clase alguna ese porcentaje de repercusión resultaría manff¡estamente 

improcedenJe por alejado del a11té11tü.:o valor de urbanístico del terreno. Así lo ha afirmado 

esta Sala junio c:on la Senlencia antes citada de 1 de abril de 2000, en la de 1 de julio del 

mismo año y reilerado en la de 22 de mayo de 2000 entre otras " (sentencia de 5 de febrero 

de 2003. Así pues, el sisrema parte de valorar un suelo no urbuniwdo y por tanto incluye yü 

la deducción del coste de los gas1os de urbanización. 

Pues bien, el dictamen pericial aportado con la demanda aplica c:orrectame11te el 

método. En cuanto al c1provechamiento que utiliza, es preciso siempre en este método hacer 

t111a hipótesis razonable de aprovechamiento, pues j11stamente se emplea el método para 
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valorar terrenos como si lo tuvieran asignado aunque no lo tengan. ¡;;¡ perito aplica el 

aprovechamiento medio ele toclos los sectores del suelo urbanizable, con un resultado de 

O, 748 m2/m2. El perito que emitió al dictamen unido a la hoja dt'. aprecio del interesado (D. 

,1 realizó una media de !ns aprovechamientos más próximos y de la directriz Je la 

CollSejería de Urbanismo sobre estándar de calidad, con un re.wltado de aprovechamiento 

casi idéntico Je 0,8 m2/m2. Puede pues admirirse también este punlo Cahe deslacar en 

cualquier caso que el resultado de los dos díctámenes periciales d{fiere bastante porqul! f!n 

el de D se hizo deducción de los gas/os de wbanización, que, comv ya hemos 

mencionado, no rit:nen que ser deducidos y no deduce la pericial aportada con la demanda. 

En resumen, cabe aceptar la valoración realizada por D. Ahora bien. 

el pt:rilo calc11/a dos valores diferentes, uno partiendo de precios de VT'O de 2003 y otro 

según valores de VPO de 2004. Lo h(ICC así pvrque existe en autos un debate sobre la fecha 

de valoración. 

La fecha de valoración es la de inicio del expediente de expropiación por ministerio 

de la ley. Ahora bien, de acuerdo al ort. 12 7 de la L01'A U (en la redacción vigente a 

nuestros efectos) el expediente se inicio al añn d<! efectuado el requerimienlo de 

expropiación, mientras que según el ar/. 69 de fa Ley de 1976 se inicia a los dos años. 

Valorando a 2003, el justiprecio sería 7.967. 937, 97 Eur .. y valorando a 2004, 

7.658. 487,97 Eur. Pttes bien, atendidos tales resultados, resulta innecesario aclarur cuál de 

los dos valores es el aplicable, dado que en su hoja de aprecio el interesado reclamó un 

máximo de 5. 518. 2 31, 06 Eur. y ese es el límite de lo que puede pedir en este pleito, según 

N iteradísima jurisprudencia. 

Por ú/Jimo, hay que mencionar que en el acto de rati.ficacit)n del dictamc.m pericial 

las parles demandadas parecen cucsJionar que se haga uso de valores de VI'O, cuando nada 

indica que el suelo de autos fuese o ser residencio/. Hay que indicar que, cuma ya señalamos 

más arriba, las parcelas están muy próximas a suelo urbano residencia/; 110 obstante, es 

también cierto que sería verosímil una hipótesis de sucio indusTrial, pues existen igua/men1e 
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instulacionl!s de es/a das<! en la wna, aunque más alajada.~. h'n l'ua/quier caso, c11 'ste tipo 

de valoraciones, que incluyen un fuerte componente de hipótesis (pue:¡ vuluran w1 suelo 

como si faera urbanizable programado, pero sin que esta programación y previsión se haya 

realizado) el Tribwwl Supremo aplica uniformemenre la previsión de precios de VI'O 

incluso en casos de entonws más bien indt1slriale:s (así, por ejemplo, seTl/enl'ia de 5 de mayo 

de 2007 y otras relativas al aeropuerto de Villafi·ía en Burgos). CiertarneHle. es admisible 

una discusión sobre los parámetros de par/ida más probables o verosímiles Je los c¡111t huya 

que partir, pero es de destacar que las partes demandadas no 'reC1/i2an una hipótesis 

alternativa medianamente construida, sino que se limitan a negar y cuestionar sin nada 

ofrecer como aliernativa probable. F:n tales condiciones, prucede sin duda aceprar la 

valoración pericial y el sistemcr de valoración aplicado por el Tribunal Supremo. 

Oc lo razonado en esa sentencia resulta que el informe q uc se considera con-celo c.s el 

que se acompaí'ló con la demanda, emitido por d perito seriar : , qu(! no deducía 

los gastos de urbaniz.ación, y ello, sin perjuicio de que ,por ra.1.oncs de congruencia, teniendo 

en cuenta lo pedido en la hoja <le aprecio, se fijará el justiprecio en 5.518.231 ,06 €. 

Pues bien, trasladJI1c.10, como hemos dicho, la misma metodología y el mismo 

criterio al c.'.lso que ahora analizamos, resulta adecuado ,en principio , d juslipn.:cio que 

rdkja d informe emitido por el perito de la propiedad, dehidamente ratificado y som.:!tido a 

contradicción, que aplicando idéntica metodología y los valores correspondientes a oc..:n1bre 

de 2008, fija un valor total para el suelo expropiado de 8.625.174,66 €,a los que suma el 5% 

dd premio de afección y obtiene un valor total de justiprecio de 9.056.433,33 €. Ni la 

metodología ni los datos en los que se apoya han sido cuestionados de contrario ni por la 

administración autonómica ni por el ayuntami\..'flto. 

No obstante lo anterior, como sm:edía en la sentencia número 757/2013, t.ambi~n en 

este caso la cantidad debe quedar fijada, por razones de congruencia, cr. Ja que reflejaba la 

hoja de aprecio presentada por ln propiedad, tal y como, por lo demás, se uccpta por la partt.: 

recurrente en el suplico de la demanda, es decir, la cantidad de 8.808.698,50 t: más los 

intereses legales , desde la fonnulución por el in teresado de la hoja de aprt!cio (artículo 127 
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de la LOTAU ) concretamente, .según se indica en el hecho segundo de fo dl.!manda, de~dc t.:1 

10 noviembre 2009. 

Aclaramos, por último, que consideramos correcta la superficie expropiada que fijan 

los demandantes, a la vista de la prueba practicada a su instancia en este proccc.lí..miento 

jurisdiccional, consistente en el infom1e pericial emitido por don 

debidamente ratificado y sometido a contradicción, como ya hemus dicho, lwhiéndose 

expuesto por el perito que se n.:alizó la medición real y que cfect.ivamenti..: la superficie 

expropiada da una medición de 89.155 m2
• Este <lato, y la afirmación de que igualmente 

llevó a cabo w1a medición técnica real füc corroborado por el otro perito que declaró a 

instancias de la parte recurrente, rali.ticando el informe acompafiado con la hoja del aprecio. 

Se trata de una prueba directa y ba.sad:;i en una medición real de la superllcic, que debe 

necesariamente imponer.st! a la mera argumentación, manten.ida en la resolución del Jurado 

en base a lo alegado por el ayunt::imicnto, de que en el primer info1m<:. se apreciaron crror~s 

aritméticos que "rcstafiabilidad". 

r .os argumento'.:> expuestos conducen a la estimación del recurso contencioso· 

administrativo con la consiguiente declaración de no confumüdad al hdCho de la resolución 

del Jurado Regional de valoraciones que se impugna y la estimación de la petición que 

incorpora el suplicó la demanda de que se tije como justiprecio a abonar a los recunemcs la 

cantidad de 8.808.698,50 €, que devengará d interés legal desde el 10 noviembr<.: 2009. 

SEXTO.- En materia de cosias procesales, a pesar de haberse estimado el recurso 

contencioso -administrativo y Ja pretensión planteada con carácter prim.:ipal en el suplico de 

la demanda (con la única salvedad relativa a la fecha del evento de interés legal) entemk:mos 

que no resulta procedente la condena en costas a las administraciones dernanc.1adas al 

presentar la problemática analizada las serias e.ludas de derecho que mcndona el artículo 

139 de la ley Jurisdicdonal. 

Vistos los preceptos citados y demás Je pertincnle aplicación, 



• 

ADMll'!STKJ\t:IOl'I 
m: JUSTICIA 

FALLAMOS 

1.- Estimamos el recurso contcncíoso-administrativo interpuesto por 

frente a acuerdo tlc justiprecio de fecha JO de junio de 20 l 6, dt:I 

Jurado Regiontll de Valorncioncs de Castilla-La Manchu, recaido en procedimiento de 

expropiación por ministe1io de la ley relativo a fa Finca registrales número }~972, en su 

totalidad y número 35974, parcialmente, del Plan General de Ordenación Urbana de: 

Puertollano (Ciu<lad Re~l) tramitado por el ayuntamiento de Puertollano; Expediente de 

justiprecio EX CR--041/10, qut:, por no ser conforme a <lcrecho, anulamos. 

2.- Fijamos el justiprecio a abonar a los demandantes en la cantidad de 8.80fU19S,50 

~ que d~vengará el interés legal desde el 1 O noviembre 2009. 

3.- Sin imposición de costas procesales. 

Notifiquese, con indicación de que contra la presente sentencia cabe interponer 

recurso de casación ante la Sala Tercera <lcl Trihunal Supremo, <lebiéndosr:: preparar ante esta 

Sala en el plazo de JO días con cumplimiento de los requisitos del art. !l9.2 LJCA 

Asl, por !:!Sta nuestra Sentcncin, lo pronwtcinmos, mandamos y firmamos . 
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PUBLICACIÓN.- Lcídu y publi<.:uda ha :;ido la anterior Sentencia por el Ilmo. Sr. 

Magistrado D. Constantino Merino González, estando celebrando audiencia en el día de st1 

fecha la Sala de lo Contencioso Administrativo que la firma, y de lo que, como Secretario, 

certifico en Albacete, a ocho de noviembre de dos mil dieciocho. 




